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INTRODUCCION 

El tema que motiva la presente investigación lo 

constituye la adición al articulo 105 da la Ley de Amparo, 

;;ub licnda en el Diario Oficial de la Federación el lunea 16 de 

~nero de 1981, la cual insti tuyc un incidente por el que el 

:.umplimiento a una eentenoia de amparo indirecto puede 

substituirse, mediante el pago compensatorio de loa dañoe y 

;.qrjuicioe que se cauaen ul quejoso par el acto eancionado 

~"'t~onBtitucional en el juicio de sarantias, a cargo de las 

~utoridadea responsables. 

Al efecto ea necesario al desarrollo de nuestra 

f'OBición, la exposición de lee aspectos hietóricoe, doctrine.lea 

'J de procedencia que forman la esencia del juicio de amparo, 

'lite ea el medio juridico garante de loa derechoo del gobernado 

~:. el sistema normativo de nuestro paia. 

De ·ie.ue.l manera, se eY.timinará la importancia de la 

~'~:.tencia de amparo y sue pr::-. .:ipales efectos, la forma en que 

·~· · :•n cumplir.:'-" las ejec\lt('!':&s ~· las sa.ncionc>L3 dorivniine del 

.r.· _1::-iplil:üen:ü a las een1:~r.cias, haciendo únfasis en la 

t:;!j"':!r..uc16n :ie :os fallos cie garantias c<..'mo ta1·ca del órgano 



jut>iadiccionnl federal, en la que obliga de manera coactiva el 

cumplimiento debido a la ejecutoria. 

A partir de la exposición de motivos que ensendró la 

institución del cumplimiento substituto de la sentencia, aunada 

a loa problemas prácticos que plantea en algunos co.ooa la 

dificul.tad o imposibilidad del cumplimiento a lna sentencias de 

garantías, el presente trabajo pretende demostrar que la 

ignorancia de los reformadores a la Ley de Amparo y la carencia 

de técnica jurídica traducida en la inetitución resultante, 

lesiona de manera substancial loa fines del juicio de amparo, 

al generar la contradicción entre la teleolosia del juicio 

constitucional, protector de garantias individuales, y el 

interés de orden patrimonial del quejoso, agraviado por el acto 

inconatitucional de las üutoridudes responsables; en virtud de 

que mediante una prestación pecuniaria se corre el rieeso de 

convalidar un acto inconstitucional. 

El estudio aceren de la ineficacia de la actual Ley 

de Amparo en relación con la ejecución de las scntenciaa, 

revela la necesidad de modificar dichos preceptos, n la vez que 

plantea la posibilidad que ee contemple fuera de este Juicio la 

responsabilidad civil de lae autorid~dee en los caeos en que 

por ejecutar actoa ilegaleo, cnueen o.gravioa patrimoniales a 

los gobernados; toda vez que plt\ntear ~n el procee.1; acciones 

que no le corresponden, pone en peligro la eficacia para la que 

fue concebido nuestro juicio de garantías. 



CAPITULO I 

LA PROTECCION CONSTITUCIONAL 

A. ASPECTOS FUNDAMIDITALES DEL JUICIO Dll AMPARO. 

l. CONCEPTO DE AMPARO. 

a. KTIMOLOGICO. 

El origen remoto de la palabra amparo ee sitúa del 

latin bajo impnrare, que denota preparar o aliet.ar; 

posteriormente el vocablo fue transformado en anteper6re, 

emparare y amparare ( am. en torno y pa.l'are, preparar). Por au 

origen común, amparo guarda paronimia con la palabra Bmprar. y 

tiene las· acepci~nea reconocida.e de prevenir, alietar, r..edir 

prestado, eocorrc.r, embargar, fortalecer, favorecer, defen1er, 

proteger en el sentido de defender mediando el impedir o 

proteger impidiendo.(1). 

(1) Dic<fionar~e <'-Onstnicción y Régimen de Ja Len¡pa r.nete"1"ene. 
R.L. ~ervo. omo ro, A-B. Roger y F. Chernoviz, Libreros Editoree. 
Paría, 1686. p. 448. 



b. GRAMATICAL. 

Por BU parte el Diccionario de Uao del EapaBol indica 

que el infinitivo amparar quiere decir ali atar o prote¡¡er, 

ayudar a los débiles o desvalidos. Consiste en evitar que algo 

sea. ataca.do o violado. Donde una de las nplicacionea que reza 

la fuente citada ea la siguienLe: "La Constitución 11mpllra los 

derechos de los ciudadanoB" (2). Cita que se valorará máa 

adelante en el presente estudio. 

Asi, por lo que corresponde a la pe.labra amparo, se 

le e.signa el aisníficado de dar o aus equivalentes: ofrecer, 

prestar, servir, pedir, etc., frente a una posibilidad de daño. 

También ea la protección, acción y efecto de socorrer en 

aentido material o espiritual. Se dice también que ea la 

"persons o cosa que B.II1para" ( 3) , por lo que amparo, desde e ate 

punto de vista gramatical~ es un medio <le protección en contra 

de mal alguno. Complementundo el concepto, cubo mencionar que 

ampararse ea valerse alguien de cierta caen para que le 

defienda o proteja. Particularmente, apoyo.rae en leyes, 

disposiciones u otra cosa de la cual emane un derecho; y el 

amparado es aquél protegido o apoyado por cierta persona o -

coaa (4). 

(2) Diccionario de lfso del RaMBal. Haria Holiner. Tomo A-G. Editorial 
Gredoa. Hadrid, 1983. p. 169. 

(3) ldem. 
(4) ldem. 
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c. JURIDICO. 

De loa conceptos anteriormente expuestos se entiende 

que amparo ea un medio de proteeerse de algo impidiendo tal o 

cual cosa, y es de observarse que esa protección tiene que ver 

de la misma manera con la de loe derechos de loa individuos. Ea 

de esta forma como llega el amparo a la terminologia jurídica; 

primero como el concepto Gramatical que denota protección, y 

luego, como veremos, en la historia do nueetro país se 

transforma de manera prodigiosa en toda una institución 

jurídica protectora de loe derechos fundamentales de los 

individuos, con:::iagrados, -tanto loe derechos individuales como 

el amparo-, en el texto mismo de nucstrn Constitución Politica, 

de.da la importancia hict.órica de loa derechos fundamentales que 

protege en la actualidad lo que es ahora runparo como 

institución jurid!ca. Mae cabe sefialar que lo que conocemos hoy 

como juicio de ,qmparo, surgió con el propóeito esenci1:i.l de 

pro te ser los derechoe de la pereona cor.eltSrndoa 

constitucional:riente, contra su violación, por parte de lae 

eutoridRdee rút-licae (5). 

Al respecto el doctor Isnacio Bursoa ha sostenido que 

el concepto jurictico de ampar:i debe comprender ·· todtta lne 

características que consti tu.Fen BU esencie J!lridica 

(5) Hécti:r Fix-Za.mudio. Am.oo.ro. vid. filccjonar1a .Tur ... i~"'º M"'xiCiil'lo. 
Instituto de !;.·:esti~ó.cíonea Jurldicae. Tomo !, A-8. Prirr.o?ra !"eimptesión. 
Editorial Porr:1'. S.A. México, 1985. p. 141. 

3 



1nat1 t:uclonal, m1BJDBB que se refieren a las notas que se 

traduce su género próxlmo y B fos que lmplice.n su diferencia 

especifica" (6). Pero es el mismo autor quien comprendiendo el 

problema que ello implica, rehuye a la formulación del concepto 

de lo que hoy conocemos como juicio de amparo, para hacer una 

descripción sintética del mismo, de la siguiente manera: 

"Asi, el amparo es una lnstittición p1·oceeal que t:lene 

por objeto proteger al aobernado contra cual.;¡uler acto de 

autoz•ldad (lato Densu) que, en detrimento de su:.1 derechos, 

v!ole le. Consti tuclón" ( 7). 

Descripción que sirve para dar cuenta que el amparo 

conserva loa sentidos etimológico y sramatical que se han 

abordado, maa en el ámbito del derecho positivo mexicano ae 

encuentra transformado en una institución juridica que el 

legislador ha adoptado, y qt\e por su parte la dcc:~rina le ha 

otorgado naturaleza jurídica diversa, situándolo como un juicio 

constitucional, un recurso extraordinario, un cuesiproceeo, un 

interdicto, una institución jurídica, una inst: tución de 

carácter politico, un juicio, etc. Y ea debido a esta 

diversidad de opiniones de loa autores que en la actualidad no 

existe un concepto unitario de lo que= 88 r.uestro juicio de 

amparú. 

(6) Ignacio Burgoa. El Juicio de Am~ro. 
Editorial Porrúa, S.A. l1éxico, 1983. p. 173. 

\7) ~- p. 176. 

Deck.onove1;, edición. 
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Ee de obset"Jarae que existen cios eapecies de 

concoptoa jurídicos de nueett·a institución: Loa conceptea 

individualistas, que conciben al amparo como un medio de 

defensa y protección de los derechos individuales coneignados 

en la Constitución Politica; y por otra parte loo que ven en el 

amparo un medio de defensa de toda la Constitución. y ante la 

inexistencia de un concepto legal de amparo, enunciaremoo loe 

que han formulado deatacadoa juristas al reapecto: 

El maestro José R. Padilla ee refiere al amparo de la 

siguiente manera: "El amparo es un Juicio o un p1•oce.so .:;ue 

tiene por objeto la protección de las garantías individuales 

consagradas en la Constitución como derechos de los gobernados 

y que debe respota1• el gobierno" (8). 

Rafael De Pina y Rafael De Pina Vara, conaideran del 

amparo: "En tléxico, juicio destinado a impugnar los actos de 

autot•idad violatorioa a loa derechos reconocidoa por la 

Constltuolón Política de loe EstBdos Unidos Hexicanos 

nacionales y extranjeros y a mantener el respeto a la 

legalidad, DJedi.•nte la gBl'Blltia de la e.'wcta aplicac16n del 

:lei•echo'" ( 9) • 

Editor(~)oig:~1:iid~~~lél~lc~~fá~ ~;' lmOAro. Segunda edición. Cárdenas, 
(9) Rafael De Pina y Rafael De Pina Vara. Diccirulntlo.....d~. 

Decimosexta edición. Editorial Porrúa, S.A. México, rn89. p. 78. 



Para Octavio A. Hernández: "El éiDJpa1•0 es una de J.as 

garantías componentes del contenido d~ la jurisdiccióll 

const1 tuclonal mexicana, que se mttn1f1este. y i•ealiza. en un 

pl'oceso Judicial extraordinario, constitucional y legalmente 

1•eglBJJJe11tado, .Jlk~ se sigue poi• vía de acción, y cuyo objeto es 

s¡ue el Poder Judicial de la F'ederación o los órganos auxiliares 

de éste, vigilen imperntiV811lente la actividad de las 

autoridades, a fin de asogurar por parte de éstas y an 

beneficio de qllien pida el amparo, d11•ectan1ente el respeto a la 

Constitución e indirectamente a las leyes ordinaria.e, e1~ los 

casos en g¡ze la p1·opia Conati tución y su Ley ReglRmen': .. ,ria 

prevén" ( 10). 

En su diccionario, Eduardo Pallares lo define: "Las 

leyes que lo rigen lo co11side1•an como un Juicio autónomo, cuya 

fillalidad ee mantener el orden constitucional, el principie de 

legalidad y hacer efectivas por el órgano Ju1•1ediccional, la.s 

garantías otorgadas por .ros primeros 28 a1•ticuloe de la 

Constitución General de lB Repliblioa" ( 11). 

Para Héctor Fix-Zamudio: "El Juicl,, de •mpa1•0 

mexicano c1 . .instl t;uye en la ttctue.11dttd la tíl timB lnsts.:k .. la 

impugnativa de la mayoz• pBrte de los procedlmlentoa Judic::..31es, 

(10) Octavio A. Hernández. 01rea de Amwf•'o. Segund.ri ~dición. EJi<::r1al 
Porrúa, S.A. ~éxico, 1983. p. 6. 

(11) Eduardo Pallares. Diccionario Teórico y Prácticn del .Jui .. ~' de 
Aln¡¡aro, Cuarta edición. Editorial Porrúa, S.A. tléxico, 1978. p. 23. 



administr.:Jtlvos y aún ds ca1•ácter leaislativo, por lo que 

tutela todo el orden J'urldico nacional contra las v1olac1ones 

realizadas por cualquier autoridad, olempra que esas 

inÍracc1ones se traduzcan en una afectac16n actual, personal y 

directa a los derechos de una persona Jui•idica, sea individual 

o colectiva" ( 12). 

Para Isnacio L. Vallarta: "El amparo puede definirse 

diciendo que es el proceso legal .intentado para recuperar 

sumariamente cualquiera de los derechos del hombre consignados 

en la Constl tuc1ón y atacados por una autoridad de c11alqulera 

categoría que sea, ó para eximirse de la obediencia de una ley 

o JJJB1Jdtn~1 de una autoride.d que ha iniradido la esfera federal o 

local respectivamente" ( 13). 

Ignacio Burgoa en eu obra "El Juicio de t101pa1•0", como 

ya ha a ido seft.alado, indica que no ofrece un concepto del 

mismo, sino que solamente hace una deocripción sintética de la 

institución (14); y aunque en la citada obra el maestro 

considera al juicio de amparo como un sistema de defensa total 

de lo. Constitución, eu descripción sintética maa bien ee un 

timido concepto de corte individualista del ampo.ro. 

( 12) Héctor Fix-Zamudio. Amt".1!'.Q. vid. uDJJiCoi.cu.i11onwaur:il110_,wl1w>r::.JlcuclLLic~10.1Jl1.,•.,.x.u1c.aown.,o. 
To:ao l. Qb. cit. p. 141. 

(13) Ienacio L. Vallarta. ilLJlli~e Alll;l1!lro y el Wrlt of Habeaa 
~· Tomo quinto. Tercera edición. EditoriolPíírrúa, S.A. México, 1980. 

(14) fumra. p. 4. 
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Alfonso Nol'lega, por su parte considera que: "El 

ainparo es un sistema de defensa de la Constitución y de las 

garantiaB i11dividt1ales, de tipo Jurisdiccional, por vía de 

acción, que se tramita en forma de Juicio ante el Poder 

Judicial Federal Y que tiene como mate1•ia las leyes o actos de 

autoridad que violen laer gars.ntia.s lndlvlduales, o que 

impliquen una i11vasión de la sobe1•ania de la Fede1•ación en la 

de los Estados o viceversa y que tiene como efectos la nulidad 

del acto i•ecl.w1ado y la i·eposición del quejoso en el goce de la 

garantía violada, co11 efectos retroactivos a.1 n10mento de la 

violación" ( 15). 

Finalmente Silvestre Moreno Cara describe el amparo 

como: "Una. 1J1stltuoión de carácter político, que tiene por 

objeto proteger, bajo las formas tutelares de un 

procedimiento Judicial, laa gal'B11tias que la Constitución 

otorga, o mantener y conservar el equilibrio entre los diversos 

Podez•es que gobiez•nan la Na.alón, en cuanto por causa de la!! 

lnvasJ.ones de éstos se vean ofendidos o o.graviados los derechvs 

de los individuos" ( 16). 

Porrua~l~~A~\~~~Tgo ~ºf§M~·P~"gg~ºnCll de Amparo. Segunda edición. Editorial 

(16) Silvestre ttoreno Cera. Tratado del Juicio de amparo. Edición 
1902. p. 49. Cit. pos. Burgoa. RI .Tulcla de Amparo. Qb. ill. p. 178. 
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El juicio de amparo tal y como lo 10onocem0s no es 

sino una fórmula para proteger los derechos fundamentales del 

hombre que por mandato de la Constitución Politica se 

garantizan. Es en virtud de loe derechos de loa hombrea que 

giran tanto antecedentes remotos como cercanos de nuestro 

juicio de amparo, que van desde las fi¡¡urae que como cita 

Batiza, son curiosidades de tipo histórico, hasta las 

inetitucionea de las cuales ae tomaron los ejemplos útiles que 

influyeron en el ánimo de loa conotituyentea para que en 

nuestro pais dieran en acabar el juicio dC3 amparo como nos rige 

hoy dia. 

En las civilizacionoe de la antig(\edad el individuo 

no contaba con un medio de defensa capaz de hacer frente a loa 

embates en su contra por parte de los goberna.nteo. En loe 

Estados orientales la libertad del individuo se encontraba 

menospreciada, y en resimenea como el espartano o el ateniense 

exiatian desigualdades entre loa hombrea, lo que hacia 

imposible para unos la dotación de siquiera algunos derechos, y 

donde a los más privilegiados sólo· lee aeistian algunos 

derechos politicoe y civiles, que de ninguna manera leo scrvian 

para defenderae de loa abusoa del poder de quienes loa 

gobernaban (17). 

(17) l¡¡nacio Burgoa. Qb. cit. pp. 17 y as. 

9 



En Roma en la época de la República, aparece 

consignado en el Digesto el interdicto homlne libero ex/Jlbendo, 

que ee interponia ante el pretor por si o por interpósi ta 

persona contra privaciones de la libertad que en agravio del 

ofendido realizaban algunos particulares que, al encontrarse en 

una posición de gozar con cierto poder politico y económico 

dentro de la organización social de Roma, privaban 

arbitrariamente de su libertad a loe hombree libres por la 

contracción de deudas o por considerarles esclavos. Por medio 

de éste interdicto el pretor obligaba al c¡ue apresaba a otro a 

presentarlo ante él, y una vez que quedaba ante la jurisdicción 

del pretor reeolvia sobre la justicia del caso (16). 

Otro antecedente romano lo encontramos en la 

institución Intei•ceasio Tribunicia, c¡ue era una especie de 

recurso que ae hacia valer ante el tribuno de la plebe contra 

actos ilicitoe c¡ue cometian todo tipo de magistrados (tribunos, 

senadores, cónsules, censores, el dictador, etc.), a fin de 

anular tales actos, pero que por lo general incidian en la 

cuestión patrimonial de carácter civil, y aunque loe autores se 

muestran reacios a reconocer el adelanto de éata figura, el 

doctor Rodolfo Eatiza considera con atino c¡ue las cualidadea 

-que demuestra para su época hablan bien de la institución, Y en 

.un eetudio titulado "Un pretez•ido anteoedente remoto del 

amparo" construye una interesante ana logia con nueatro juicio 

( 18) Alfonso tloriesa. Qb. cll.. p. 57. 
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c.:mstitucional, donde destaca que slrve para preveni1~ loa 

a.buaoa de poder de los funcionarios públicos; en el que el 

ciudadano reclamaba siempre y cuando se le causara un gravamen. 

Como se apuntó, procedía por actea de mnsietrado cualquiera. 

Tenia pla::o máximo para interponersn; existían casos de 

excepción en tiempo de guerra y contra a.cuerdos de la 

ciudadania en materia de elección. Coneiatia en privar de 

fuerza el acto reali:.ado por el magistrado intercedido; y 

r.<;!gulaba que la desobediencia contra la intercesión fuera 

~unible criminalmente como una violación de las obligacionee 

-:.ficiales o públicas y su fucr~a era tal que por medio de aste 

recurso se podian impugnar y nulificar incluso las leyes ( 19). 

La investigación del doctor Da tiza encuentra 

analogías con nuestro juicio de amparo. que el in\·eotigador 

encuentra en la propia ley, y aunque la ineti tución romana no 

tuviera todos loe alcances del amparo, es ain duda un udelnnto 

para su época por lo que hace a la protección de loe derechoa 

1~ los ciudadanos frente de los actos ilicitoe de las 

>utoridades, y que sin duda el sentido de la institución 

~~udida lo recoge nuestro juicio constitucional, aun~ue la 

-:: ~ : trina afit•me que no ee ha retomado de ésta inte1•osante 

: ..:.ente. 
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En loo Proceso e Foral ea de Aragón, a pesar de loa 

autores. ee emplean los términos "amparar" o "8.JD,PBl'ó" a las 

resoluciones por medio de las cuales la figura del Justicia 

Mayor resolvía acerca de las contl'overeia.e suscitadas entre loa 

gobe1~nadoa y· el reino de EspaBa, de entre loo que destacan: El 

proceso lu1•is Firma, que se hacia valer por el particular 

privado de su libertad o de sus bienes, sin laa formalidades de 

un juicio por Pal' te de lae autoridades. El de manifeataolón de 

personas, que ee promovfa ante el Justicia Mayor cuando oe 

trataba de actos de autoridad ilegales, o e.etas arbitrarios que 

afectaban la integl'idad fiaica del particular•, y el Justicia 

una vez que conocía de éste recurso tomaba lne providencias que 

el caso ameritaba y ponia al recurrente bajo su custodia en la 

"cárcel de los manifestados" en tanto provcia. El proceso de 

aprehensión, que se hacia valer sobre controveraiaa de bienes 

inmuebles, para que se aseguraran Ast.n~ en tanto no ee 

decidiese la cuestión litigiosa que determinara a quién le 

asistía el derecho sobre dicho inmueble. Por último, el 

est.!ltuto de l11venta1~10, que oe oponía en a.lgunoa caeos 

tendientes a asegurat" ya '!::C'~~ bienes o Jocumentos ( 20). 

Ot1'0 antecedente de nuestro ju lelo de amparo lo 

encontrarr.os en el articulo 46 de la Charts. Nagna inglesa, 

documento que la alta baronía feudal .:.1rrancó al rey Juan Sin 

Tiet·ra a principios del si¡¡lo XIII, pu•:e.\o que dicho precepto 

(20) lllJlacio L. Vallarta. Qb. ill. pp. 25 y 26. 
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establecía q·Je a ni:i.die se le podía prlva1• de sus bie11ea, 

desterl'ar o ar1•estñr sino mediante ju1c1o de acuerdo con las 

leyes de la tle1•1·a y seguido ante los PdNIB. Por medio de este 

ordanamiento para qua existiera una privación de derechos a loe 

hombrea libres de Inglater1•a, era menester la Etxietencia de una 

ley aplicable, y por otra parte de un órgano jurisdiccional 

instalado con anterioridad al hecho, por lo que el articulo 46 

de la Carta Hagna ingleoa rcconocia al hombre libre laa 

sarantiae de legalidad, audiencia y legitimidad del órgano 

jurisdiccional, garantías que fueron ampliadas y enriquecidas 

con el establecimiento posterior de la declaración de derechos 

o Petitlon of Rights (21). 

Además de la Carta Magna ae estableció un 

procedimiento consuetudinario conocido como w1'1 t; of h<;.1be.:is 

corpus, que se hacía valer contra las detenciones y lne 

privaciones ilegales de la libertad, por el que se so~etin a ln 

autoridad judkial la revisión de este tipo de privaciones 

ejecutada~ po:· cualquier autoridad de la corona, incluso la del 

rey. Por medio de este procedimiento se obliguba e. las 

reaponsablee a presentar al detenido en tanto ee averiguaba la 

legalidad ct~' acto de pl'ivación sobre la libertad del 

agraviédo, y er. el !ni¿-mo se C!'d-:>naba e. la tn1tori'1.':'.d pnra que 

rindiera un :.:1::or:-i~ en el que explicara los rr.oti•11J9 de la 

detención del pree0. De esta última figura conc::ida como 

(21) l¡;nac:: 3c;,-goa. Qb. cil. p. 61. 
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"retu1•n" los autores encuentran similitud con el informe: 

justificado de nuestro juicio de garantiae (22). 

En Francia, ea hasta el aílo de 1789, con la conquista 

burguesa que proclama la Declaración de los Derechos del Hombre 

y del Ciudadano, aurgida de distintos fenómenos históricos, asi 

como de documentos disimiles y corrientes ideológicas distintas 

e interesantes como las externndna por Monteaquieu y Rousaeau, 

principalmente; que en suma. hicieron de éste uno de loa 

documentos más importantea para la democracia en el mundo, 

donde al individuo se le asiste de loa mae imPortantea y 

valioooa derechos que conBigna au artículo 2Q de la siguiente 

manera: "El objeto de toda asocidción politlca es ln. 

conse1•v .. qclón de los derechos naturales e imp1•escrlptlbles del 

hombre. Estos deberes son la llbertt1d, la p1·opiedBd, la 

BegurldBd J" la i·eaiatenciL"f .. ,,, la op1•esión". Y el articulo 4"' 

definía n la libertad de esta manera: " La libe1•ca.d consiste en 

hacer todo aquello que no ds.J1e a oti·o,· poi• lo tanto, el 

eje1•cioio de lo.s de1•echo.s .'1dturales de cadd homb1•e no tiene más 

limites que .. qquellos que a.segu1•en a los dr:>mds 01iemb1•os de la 

sociedad el goce de loa mismos derechos. Estos limites no 

pueden ee1· .._-.r..,nalgnados mae que por una ley" (23). 

El problema de la célebre declaración consietia en 

que fue omisa en el establecimiento de un órgano de control por 

(22) lSl)acio Burgoa. Qb. cit. p. 66. 
(23) lb.idem. p. '13. 
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medio del cual se pudiaran hacer valer loa principios gua 

consignaba. Y ea en 1799 cuando surae el Senado Conservador por 

la influencia del jurlata E. Sieyés, institución que convertida 

en el Jurado Constitucional servia para controlar el orden 

constitucional como un superpader, sometiendo a loa poderes del 

Estado y facultado para anular cualquier violación a la 

Constitución (24). 

Otro antecedente lo constituya el recurso de 

oasdoión, por medio del cual oe podia atacar a la ilegalidad de 

laa sentencias en los juicios civiles y penales, anul&ndo loa 

fallos por errores on el procedimiento o en la sentencia misma, 

donde la Corte -<le casacitin por medio de la figura del reenvío 

determina el tribunal al cual debe darse competencia para 

resolver la cuestión planteada, de conformidad con ln decisión 

casacional (25). 

En !':stados Unidos reviste particular impot•tancia l<l 

primera enn1ienda a au Constitución por contener sara.ntina de 

legalidad, de audiencia previa, libertad y seguridad juridica 

al establecer: "Nadie aer".f p1•ivado de la vida, ele la l1be1•tad o 

de lB propiedad, si.n el debido proceso legal". Y pera pri:ccrvar 

la conati tucionalidnd y la legalidad existen loe recureos que 

~n conjunto Emilio Rabnea denominaba "el Juicio constl tucional 

1101•te8111eri-.."!l1no", del cual a. saber destacan loa aieuientes: El 
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habeas corpus, que a diferencia del inglós en materia penal 

sirve para apelar a otra instancia si se considera que la 

primera a.parece viciada. El estatuto de ms.ndamus, por medio del 

cual la Corte podia obligar a las autoridades a cumplir con sus 

resoluciones. El w1•it of ce1•tlorarl, que consiste en obligar a 

la autoridad de menor je1•arquia para que revise un expediente 

ai ee observa que no ae cumplieron la.e formalidades esenciales 

del procedimiento, examino.ndo para ello la validez externa de 

los procedlnlientos admitidos por el tribunal inferior. Por 

último el wl"lt of lnJunotion, por medio del cual se solicita al 

juez ae suspenda la ejecución de actos ilicitoe, ya sea de la 

autoridad o de particulares, teniendo una doble función, ya que 

por medio de éste ee puede apelar a la constitucionalidad de 

tales actos ilícitos (26). La caracteristica de estos recursos 

estriba que ee hacen valer por via de excepción; por tanto en 

la via eon distintos a nuestro juicio de amp'1ro. 

3. ANTECEDENTES DEL AMPARO KN MKXICO. 

Hasta antes de la Constitución de 1857 en nuestro 

ps1s loa 1.1utorea no coinciden en encontrar una institución 

capaz de proteger los derechos de loe individuos frente al 

poder público. Ea el proóesor Andrés Lira González quien cita 

una fuente inti:resante a la que denomina ·· Lwparo cc10:1ial", en 

la cual hella ?'elaciones con nuestro actual juicio de garanti.as 

(26) :gnacio fü1rgoa. Oll. ct.t. pp. 80 a 86. 
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\jUe van desde la utilización del tét•mino "amparo", hasta la 

teleología de nuestro juicio constitucional, obvio ein loe 

factores de la técnica imperante; donde las diferencias 

austancialoe con nuestro juicio de garantiaa eetriban en que se 

interponía ante el Virrey, autoridad que actuaba como árgano 

político de control legal; también \jUe servia para hacer frente 

tanto a las autoridades virreinales corno a aquellos 

particulares \jUe gozaban con cierto peder politice o económico 

en la organización poli ti ca virreinal; aai como que carecía de 

una reglamentación formal de su procedimiento por l:J que 

respecta. a loe requiaitoa para su interposición. Maa como 

apunta el investigador en cita, se distinguen elAmentoo 

importa.ntea como son: la existencia de un órgano de control de 

la legalidad; asi como la existencia de un peticionario de 

garantías; la expoaiclón de tul acto reclamado y de loa agravios 

que éete engendraba, para concluir en la necesidad de hacer 

valer un respeto al derecho de \JUien lo solicitaba, los1·ándose 

a través del "mandamiento de runJ"jro", figura \jUe tenia loa 

efectos particulares de una sentencia definitiva (27). 

La institución en comento aunque tuvo una práctica 

muy relativa, ea de hace?" notar que su exiet.encia vigente v 

positiva es sin duda un antecedente del ~·uicio de amparo, donde 

si bien la estructura \jUe tenia no satisface el guata de loa 

autores para considerarlo como un antecedente del juicio de 

(27) Andrés Lira González. RLAm=<i__Colimial.-<lL.J.uicia de llrnwra 
~- Fondo de Cultura Rcanómica. México, 1972. p. 35. 
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amparo ea porque el juicio de ¡¡erantiaa y el "dlllparo colonial" 

corresponden a épocee hietóricae diferentes en nuestra 

tradición juridica; pero como apunta Lira, no ee posible pensar 

que los creadores del juicio de amparo como Otero y Rejón hayan 

ignorado la institución en cita al darle forma escrita al 

amparo en la ley (28). 

Ee en la Constitución de 1824 cuando en el articulo 

137 se le otorga a la Corte Suprema de Justicia atribución para 

conocer de lae infracciones a la Constitución y a las leyes 

generales eegím previniera la ley. Esto fue con la salvedad de 

que no ee creó la ley reglamentaria para que le declaraoión del 

citado articulo fuera realizable (29). 

Bajo el régimen centralista de don Antonio López de 

Santa Anna, a la luz de la que fue la segunda de laa Siete 

Leyes Conatitucional&s de 1836, se crea el Supremo Poder 

qt>naervador a imitación del Senado Conservador francés; órgano 

politice encargado de vigilar por el respeto a la Constitución, 

pudiendo sancionar y nulif icar loe actos de loe poderes 

Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y eu valla como antecedente 

radica en que tenia facultad de declarar nulas lae leyes 

contrario.a a la Carta. Magna., a.unquE: to.l declo.ro.cl6n teniü. 

efectos ei•sa onmes; ademáa quien ponia a consideración del 

Supremo Poder Conservador una ley no era. n1Jnca un particular. 

(2Bl Andrés [,ira González. Qb, cit. p. 2. 
(29 Alfonso Noriega. Qb. dt. p. 84. 
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sino que la uctividad de éste superpoder tenia que ser 

provocada neceoariamente por cualquiera de loa otros tres 

poderes de la Unión (30). 

Por las desventajas <;¡ue trae consigo un medio de 

control de la constitucionalidad a cargo de Ól'Sano politico 

como el Supremo Podf.ir Conservador, fue que en 1840 se integró 

una comiai6n para redactar reformas a la Constitución de 1836 y 

al que fuera el poder de poderes. Y fue en el seno de esa 

comisión, en un proyecto conocido como el "voto particular de 

Ramirez", en la cual un diput'tdo consigna que debe desaparecer 

el Supremo Poder Conservador, y encomendarse la guarda de la 

Conat.l.tución a la Suprema Corte de Justicia de la Naci0u, como 

órgano imparc!.nl para decidir sobre cuestiones de 

conetitucionalid3d de leyes o de actos de autoridad, en un 

procedimiento de orden contencioso, en la que la Corte 

resolviera la controversia constitucional por medio de un -

fallo (31). El proyecto en cita fue acogido por una parte de 

la comisión y preeent&do formalmente, mas no pudo proeperar al 

eer derrocado el Congreso por Santa Anna en 1842 (32). 

En el Estado de Yucathn, en 1840, fue preaentado para 

el Congreso de ese estado, un proyecto de Conotituclón por el 

iluatre jurisconsulto Creocencio Garcia P.ejón, del cual cnbe 

recarda1~ la reflexión de Lira., en el sentido de que quizá no 

(30) Alfonso !!orlega. Qb. cl.t. p. 88. ( 31l lhidem. p. 91. 
(32 lhidf:m. p. 93. 
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ignOraba la inBtitución del ·~"'l.mparo colt.,nial" del que se ha 

hecho mención; y lo anterior, aunado a sua conocimientos acerca 

del sistema politice y judicial de loa Eatadoe Unidos, fueron 

factores para que diera en acabar como producto en la esencia 

jurídica de lo que es el juicio de amparo. Y la afirmación 

anterior ea en función a que Rejón jurídicamente propone en el 

proyecto el término ".:.w1pa1•0"; también porque consideró 

conveniente e indiapen:Jable la inclusión de preceptos que 

contuvieran garantias individuales; aai como de un medio que 

las protegiera y que tuviera a la vez la función de 

salvaguardar al régimen constitucional. Cuestión que logra en 

eu propuesta a lo largo de 1 articulado g,ue formula, ya que el 

amparo por él creo.do tenia la función de tutelar garantiaa 

individualeo y porque se hizo extensivo a todo acto, fuesen 

leyes o actos contrarios e la Constitución (33). Bursoa anota 

que el proyecto de constitución yucateca al extender el amparo 

contra todo acto (la tu aensu) anticonstitucional, ea superior 

al consignado en nuestro actual ré~imen jurídico (34). 

En el Acta de Reformas de 1847, a rango federal, ae 

adoptaron laa ideas consignadas en el voto particular de don 

Mariano Otero, en el sentido de otorgar competencia a los 

tribunales de la Federación paré!. conocer de toda ley o &etc 

inconstitucional de loe poderes Ejecutivo y Legislativo, de la 

F-=:de:r~ción o de los Estados, que fuese violatoria di: las 

\, ~ .. ~l Alfonso Horlega. Qb. cit. p. 92. 
•, Ignacio Bureo~. Ob. cit. p. 115. 
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garant ias otorgadas· por la Constitución en perjuicio de 

cualquier habitante de la República; y se estableció la 

limi taci6n que se conoce hoy en el amparo como fó1·mula Otero, 

de. impartir esa protección de garantías exclueivamente al caeo 

particular sobro el que versase el proceso de protección de loe 

derechoa constitucionales, estableciéndose en el articulo 25 

del Acta mencionada (35). Cabe anotar que al Congreso Nacional 

Extraordinario que expidiera el Act.a <le Reformas, fue 

presentada la propueotn de don Manuel Crescencio García Rejón, 

en el "Programa do .la mayoría de los diputados del Distrito 

Fedt."'ra.1", acerca de la implantación del juicio de amparo, sin 

los alcances de la Constitución del Estado de Yucatán, sino 

restringido a proteger snrantias individuales (36). 

Es de hacer mención que existieron intentos para. dar 

al articulo 25 del Acta de Roformas una ley reglamentaria, como 

iueron: el "Proyecto de Ley Const1 tticlonal de Gar.mtias 

Ind1 vldu.•les", de enero de 1849; seguido unos dina des pué a por 

o: 'Proyecto de Ley de A1J1paro"; y en 1852 por una iniciativa de 

!;ey Reglam,mtal'la del Ai•ticulo 25 del Acta de Refo1·:nas de 18 

ie mayo de 1847' ( 37). 11ae como quedó aoento.do, fue hasta 1857 

.:r,¡~ eeria estructurado nU..:?::Jtro juicio de nmparo en toda au 

:orma, con laa aportaciones de Rejón y Otero, perfeccionándose 

o~ la Constitución de eae año la institución. 

rn~l fg'?~;~~ ª:•r~23: <Tu. o.i.t.. p. 121. 
(37) Alfonso lloriega. Qb. d..t. pp. 98 y 99. 
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Efectivamente, ya que en el seno de la Comisión de la 

Constitución de 1857, fue presentado un articulado, que del 93 

111 102 fijaban la extensión, alcance y fiaonomia de nuestro 

juicio de garantiaa, con un par de impurezas que hubieron de 

suprimirse, como fueron: la concurt•encia para conocer del 

amparo a loa tribunales de la federación conjuntamente con loa 

de loa Estados, para dejar conociendo a los federa lea 

exclusivamente; aeí como la inclusión de una junta de vecinos 

que resolviese en el juicio, cue~tión última que el encargado 

de la Comisión de Estilo, el ee~or León Guzmán, hubo de 

suprimir, en un hecho anecdótico de nuestra historia (38). 

Al amparo de esa Constitución, se expidió la primera 

Ley Reglamentaria de 1861, modificada en 1869, y con ella, al 

hacerse realidad la reglamentación del medio protector de 

garantiae, surgió la contienda forense de convertir al articulo 

14 con .. titucional en g11rnntia de legalidad, y hacer que fuese 

aplicable en materia judicial, por lo que se hizo operar en 

principio en materia penal (39), siendo por fuerza admitido tal 

principio, en contradicción con la Ley de 1869, que prohibia el 

amparo en materia Judicial; l't:::gul6.ndooe finalmente el 12 de 

noviembre de 1908, con la modalidad de que era menester 

interponerae después de la sentencia definitiva, Y que no 

existiese recurso por el que ésta resultare impugnable (40). 

¡3Bl Alfonao Noriega. Oh. cit. p. 105. 
39 lhldem. p. 108. 
40 lhldem. pp. 108 a 110. 

22 



La Constitución de 1917 amplió las bases 

reglamentarias del juicio de amparo, legalizando el runparo 

judiCial denominándole amparo directo, haciendo distinción con 

el amparo indirecto, que debis interpone rae contra actos de 

autoridades no jurisdiccionales. 

Por lo que respecta a la reglamentación del juicio, 

cabe anotar que en el Diario Oficial de 27 de octubre de 1917, 

aparece una amplia exposición de motivos junto con el "Pi·oyeoto 

de Ley Reglamental"la da los Artículos 103 y 104 da la 

Constitución Federal", intento que no pudo prosperar sino hasta 

el 18 de octubre de 1919, en que apnrece publicada formalmente 

la primer "Ley Regl~mentaria de los A1•ticulos 1@3 y 1@4 de la 

Constitución frderal"; derogada en 1936 para reglamentar al 107 

en lugar del 104 y dar competencia a la Suprema Corte de 

Justicin en materia de amparo directo; donde poateriormente 

para tal efecto, se crearon loe Tribunales Colegiados de 

Circuito en 1951, distribuyéndose éstos por decreto de 1967 en 

el territorio n~cional ( 41). 

Finalmente, para efectos del presente estudio, cabe 

mencionar que en 7 de enero Lle 1980, ae publica el decreto por 

el cual se reformn el o.rticulo 106 de la Ley de Amparo, para 

Cl'ear un incidente por el cunl el quejoao podia aolicitor se 

tuviera por cumplida una ejecutor in mediante el paso dr; daf\os y 

perjuicios, trat::!ind0~e de los amparos dil'cctos. Po.:Jteriormente 

(41) Alfonso lloriega. Qb. rn. pp. 110 a 114. 
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dicho incidente se tuvo por erróneo en esos amparos, por lo que 

en decreto de 16 de enero de 1984 ee treepeeó el incidente de 

deftoe y perjuicios pare loa amparos tramitados ante juez de 

Distrito, incluyéndose entonces en el articulo 105 de la propia 

Ley. 

El propósito de la exposición anterior ea dejar de 

conocimiento al lector respecto de la luche por loe derechos 

individuales frente al poder público losrade e través de la 

historia universal, aai como la que en nuestro paie han forjado 

los protagonistas de nuestra historia nacional, para dar como 

producto un medio juridico, capaz de proteger loa derechos 

públicos subjetivos, que es el juicio de amparo. 

4. PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. 

El estudio de loe antecedentes del empero hace notar 

le preocupación histót'ice de obtener un medio capaz de lograr 

un respeto a lee sarantiee del sobernado. Ahora bien, por 

causas diversas ea que aunque el emparo he alcanzado este 

objetivo, también ea verdad que ee ha hecho del medio de 

protección de 'los derechos individuales un recurso altamente 

técnico en nu~stro sistema juridico. 

Visto el emparo como un juicio debe, desde su 

interposicióa, re\.mir loa elementos que hagan posible tanto la 
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admisión como au resolución; por ello quien interpone un amparo 

debe cuidar loa aspectos de procedibilidad c¡ue impone el 

articulo 107 constitucional, asi como de no incurrir en alguna 

causal da improcedencia de las enunciadae par el articulo 73 de 

la Ley de J\mparo, a fin de c¡ue lleflUe a resolverse el proceso, 

sa decir, que proceda el juicio. Entendida la procedencia como 

"la situación Jurídico p1•ocesal en la que_ por existir los 

prest1puestos procesales del Ju1cto de ampiiro, nace el dei•echo 

de una persona Jurídica de promoverlo y cont.inuarlo hasta su 

fin; y al mismo tiempo la obligación co1•relc.1tiva del ó1•gano 

Ju1•isdiccio11al de admitir la demandB de amparo y t1•c1mitar éBte 

hasta su debida conclusión" ( 42). 

El articulo 107 de la Constitución prescribe como 

bases de procedencia del juicio de amparo las siguientes: 

El juicio de amparo ee seguirá siempre a instancia de 

parte agraviada. Solamente puede acudir en demanda de garantiaa 

la persona. fieica o mo1'al que reBienta una afectación o 

rr.enoecabo en eu esfera de derechos, por el t:1.cto qne le cauoe 

una autoridad actuando en ejercicio de sus funcion0s. 

La ofecto.ción de det'echoe que sufra el particular 

debe Ber dire.ctú y oi:.jetiva Pltl'a que pueda le:gitimaree en la 

~~ci611 d:: amparo. Es menestet' le eea afc>cta.do cu in torés 

(42) Eduacdo Pallares. Ob. cl.t. p. 134. 



jurídico, ya que la sentencia que ampare no hará declaraciones 

generales respecto del noto de autoridad. 

· Procederá en loa caaoe en que la Ley de Amparo 

determine quo deba suplirse la deficiencia de la queja. 

El particular está obligado a agotar todos loe 

recureos o medios de defensa exietentes que establece la ley 

que rige el acto de autoridad que combate, en tiempo y forme., 

antes de acudir en demande de garantiae en loa caeos en que 

reclame actos de tribunales judiciales, administrativos o del 

trabajo, por reaolucionee gue pongan fin al juicio. eea que l& 

violación de la autoridad se cometa en <>1 procedimiento o en el 

fallo; aei como tratándose de los actos en juicio de imposible 

reparación, fuera de juicio o después de concluido y contra 

actos que afecten a personas extra~aa n juicio. 

En actos administrativos procederá el juicio en laa 

resolucianee que no pueden repararse por ~ecureo alguno o bien 

que e><istiendo éste, e><ija mayores requisitos que la Ley de 

Amparo. 

De no actualiza.rae la pr··::cedencia, el amparo 

interpuesto lógicamente resultat'Ó. improcedente. 

Por su parte, la fórmula. nega.ti·1e de procedencia dt:l 

juicio se encuentre regulada en el nrticulo 73 de la Ley de 

26 



z't;nparo, ya gue además de sancionar como impI'ocedentea loo 

a...'tlpat"'OS que no r:::ean pcomovidoa da acuerdo a las bases del 

articulo 107 conatitucionnl adiciona causales de improcedencia 

al juicio¡ por lo gua el promovente del juicio de ¡¡m•antias, 

además de las anteriores debe oboervar las eiguientea 

providencias para satisfacer la procedencia: 

Debe pt•ever gulen pide el amparo que el acto 

reclamado no emane de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación. Aai como de no intentarlo contra las reaolucionea 

dictadas en loe juicios de amparo, o en la ejecución de los 

mismos. 

De la misma manera. debe cuidar el quejooo que 

interponga juicio de sarantias, gua no exista litispendencia 

con otro amparo que entable contra la misma autoridad 

responsable por el mismo acto reclamado¡ como de los juicios de 

amparo que hay8n sido resueltos en que concurr-an las partea y 

~l acto reclamado. 

Se debe evitar la interposición del amparo en materia 

~~ectoral tratándose de resoluciones o declaraciones de los 

presidentea de casillas, juntas computadoras o colegios 

•.:~~,~torales. Aei como de loa casos en que ao elija, suspenda o 

rec,ueva a loe miembros del Congreso li'edero.l o de los con¡¡reeoe 

: : :-:1lea, en loe caeos en que les sea conferida la facultad 

~iacrecional de dichas ~esolucionea. 
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El quejoso debe interponer su amparo ~~tes que sea un 

acto definitivo, consumado irremediablemente a sus intereses o 

antes que cambie su situación jurídica tratándose de 

procedimientos seguidos en forma de juicio. 

Ha de obse1•val' que no debe permitir manifestación 

tácita ni exp1~esa de conaentimiento al acto reclamado, por 

medios legalmente demostrables. 

También ae1•á improcedente el juicio de amparo que se 

interponga cuando hayan cesado loa efectos del acto reclamado; 

o subsistiendo úste, no pueda surtir efecto legal o material 

alguno por haber dejado de existir su objeto material. 

Por último, la fracción XVIII del articulo 73 de la 

Ley de Amparo, establece que ai resulta la improcedencia de 

alguna disposición de la ley, debe considerarse_ como 

improcedente el &!\paro afectado y la parte final del articulo 

diapone que las causales de improcedencia deben ser examinadas 

de oficio. 

De lo anterior se afirma que para interponer un 

amparo es menester obse1~var las causas de procedencia, evitando 

las de improcedencia: Hacerlo requiere neccanria.mente un 

ncucloeo estudio Jul'idico y un conocimiento de la ley que no 

ostenta el part1cular llano, por lo que debe dejarse en manos 

de especialistas el medio de cont1•ol conetitucional. 
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B. SUPREMACIA DE LA COUSTl'l'UCION. 

El concepto de aupremacia de la Constitución ea uno 

de loa más impo1•tantes dentro del derecho constitucional; 

objeto de la doctrina, el tema encuentra aspectos interesantes 

ante la Constitución Politicn de loe Estados Unidoe Mexicanos. 

Para Eduardo Pallares, la aupremacia de la 

constitución "co/lslote ell COllBidel'ar B la c.:mstltucióll Hoxicana 

como ley suprema y fundamental de la mwlón que sirve de base a 

todas las insti tucio11es jui•idlcae del pais y a todos los 

poderes y atribuciones o;¡ue gobiernan 111 pueblo mexicano" (43). 

De esta manera, cuando en Querétaro el constituyente 

de 1917 crea la Carta Magna, instituye loa poderes del Eetado, 

organiza la vida social y establece lee condiciones del marco 

juridico y económico que debe seguir nuestra nación; formulando 

entonces una norma constitutiva en sentido formal, capaz de 

subordinar tanto a los ordenamientoB que le eecunden como a loa 

órganos de gobierno que en virtud de ella tensan atribuciones 

de competencia. 

La constitución debe entenderse como la voluntad 

;,uprema de indole legal, en sentido matcr1.al ee la norma que 

reeula la producción de las normas juridicas de carácter 

(43) Eduardo Pallares. Ob. cil. p 250. 
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general ( 44), en ella se disponen los preceptos o decisiones de 

indo le material por medio de loa cuales oe consignan los 

principios que son considerado a como primarios, máximo e e 

irreductibles del siatema que ae formula, a la vez que ae 

eetablecen loa principios por medio de los cuales se mantiene 

la vigencia y el cumplimiento a lea decisiones materiales (45), 

por ende, las leyes, ae1. como la actuación de loe órganos de 

gobierno debe eupeditarae siempre n éata 1 ya que como voluntad 

soberana de 1 pueblo, en principio, no puede ni debe 

contravenirse por el sistema juridico creado. 

En nuestra Carta Magna el principio de la supremacía 

conatitucional sobre los atrae ordenamientoa de carácter 

general lo encontramos en el articulo 133, que al efecto 

dispone: 

"Art. 133. Esta Constitución, las leyes 
del Congraeo de la Unión que emanen de ella y 
todos los Tratados que estén de acuerdo con la 
misma, celebrados y qua se celebren por el 
Presidente de lo República, con aprobación del 
Senado, serán la Ley SUprema de toda la Unión. 
LoB jueces de cada Estado se arreglarán a dicha 
Constitución, leyes y tratados , a petsar de lae 
dieposiofones en contrario que pueda haber en las 
Constituciones o leyes de los Estados." 

(44) Han.o Keloen. Tuo't: P11r11 del Derecho. Tercera reimpresión. 
Universidad Nacional AutóoomeHéxico. México, 1983. p. 232. 

(45) Jorge Carpizo. Ca <Xmstitución Mexjcana da 1917. Sexta edición. 
Editorial Porrú.a, S.A. México, 1983. p. 135. 



Considera Tena Ramirez, que aunque de la 1"3ctura del 

precepto pudiera desprenderse que no sólo la Cona ti tución ea la 

norma suprema, porque eleva a las leyes y los tratados a su 

mismo rango, debf3 considerarse que, para que esto ocurro., 

dichos ordenamientos deben emanar de aquélla, tratándose de las 

leyes o "estar de acuerdo" con la Constitución en el caeo de 

los tratados (46). Lo anterior conlleva a afirmar primero, que 

la ley o el tratado deben de estar en concordancia con la. 

Constitución para ocupar la categoria que ésta les asigna y 

segundo, que si una ley o un tratado son inconstitucionales no 

pueden ser "Ley Suprema de t.oda la Unión"; en consecuencia 

deben ser nulificadoa o impedirse su existencia. en nuestro 

sistema jurídico. 

El ordenamiento en cita prescribe que la "Ley Suprema 

de la Unión" está integrada por: la Constitución, las leyea del 

Congreso de la Unión que emanen de ella ael como loa tratados 

que estén celebrados por el Presidente de la República con 

aprobación del Senado y establece el propósito de no hacer 

diferenciación Jerárquica material. De ahi que pare obtener el 

respeto y la aplicación de estos ordenamientos impone a loa 

funcionarios públicos la obligación de guardar eu debido 

cumplimiento en el articulo 126 constitucional. 

(4.6) Felipe Tena Ramírez. ~rpcho Crinetitucional Mexicemo. Vigésima 
edición. Editorial Porrúa, S.A. México, 1984. p. 18. 
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Por otra parte, el articulo 103 en relación con el 

primero de le Carta Magna, prevén gue puedan violarse las 

garantiae individualee por leyes o actos de autoridad. La gue 

entraña gue dentro de la llamada "Ley Sup1•ema·· existan 

preceptos que contravengan a la norma criginaria, la 

Constitución; entonceo puede existir alguna ley o tratado que 

aun cuando se hubiere fot'mulado de acuerdo a loe procedimientos 

gue la Constitución estab!;,ce, -por ende elevados a la 

categoria de "no1'JnB sup1•emá - , sea a la vez violatoria de 

garantías individuales; tanto, violatoria de la 

Constitución. 

Cuando a11rja un ::onflicto de ésta naturaleza, 

afectando a las garantiaa iniividualcs, se resolverá de manera 

mediata por la via juried::cional a través del juicio de 

ampa1•0. Atendiendo a gue a: ser las garantías individuales 

principios de orden primaric, ha de prevalecer el respeto a 

éstas sobre loa otros ordena=.ientoa que deben estar acordes, no 

sólo con loe reapectivoe ~rocedimientoa de creación, sino 

también con loe contenidos de la Constitución (47). 

(47) Ignacio 9..trgo(l. Oete"';. · ·"".r•net1tnc1onal Heyfcano. Quinta edición. 
Editorial Porr\10., S.A. México, i:;:~ ¡.. 383. 
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C. CONTROL DE CONSTl'.IUCIOMALIDAD Y l.EC:ALIDAD 

DK LOS ACTOS DE AU'l'ORIDAD. 

El contl'ol de la con'stitucionalidad de las lo;¡ea y de 

los actos de las autoridades es refiere a lea condiciones por 

las cuales ee logra que los preceptos de la norma fundamental 

no sean trae¡¡redidoe por el orden juridico creado, Rn oentido 

amplio "la defensa const1 tucianal es la protecclón lnteer<1da 

por Jnatrume11tos ,jui•1d1cos y procesa.las c>sta.blectdaa tsnto pnr\a 

canse.i•v.:u• la no1•mat.lva coustl tualonsl como para prevenir .su 

v1olac-16n, reprimir su desconocimiento y loernr su demu·1~ollo 

de acuerdo a la rotilldnd pclitioo eoclal y a los p1'ece;:pto;J 

pra.(!1118.ticos de le p1·opia Cfü•ta Fundirn1ental" ( 46). 

Cuando ima ley o un acto de autot'idad viola o 

contraviene lo previsto en la constitución no deja por ello de 

ser , válido, sino que ea menef!ter un acto o procedimiento 

previsto por la ley, por el cual pueda declnrnree eu 

anulabilidad o bien que deje de aplicarse el caeo concreto. 

Kelsen considera que la ley ordin~ria puede it• máe 

allá de la nor-ma fundamental, aiempre y cuando no la contradiga 

en eue contenidos. Obeet"JO edo01ó.e '1ue el legislador ord!nar-io 

puode crear la ky .io acuerdo con los procedtm!entoe 

esta.bleci<loa en la Gr:me: :.t·.:~ión, mas c:·!ii: ri;: la PúEibilided de 

(48) l!fraín Polo P.ernal. tla.'l!laLd!LL'e.r.e.chc~uainnal. Euitorial 
Porrúa, S.A. tléxlco, 1985. p. :4. 
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que la ley aei creada contravenga eeencialmente a la norma 

fundamental. Por lo que estima que debe exietir la posibilidad 

de anulación de las normas que contensnn preceptos 

contraventores de la conatitución, Por medio de los 6rganoa que 

la miema preecl'iba estén facultados para ello, pudiendo para 

ese.efecto investir la forma jurisdiccional (49). 

Mauro Cappclletti, par au pax-te indica i·eapecto a la 

constitucionalidad de las leyes y de loa actoe, que existen dos 

aiateman modernos representativos de cont.rol: 

El e is tema difuso, cuyo representante máxime son loa 

Estados Unidos, por medio del cual, el tribunal que conoce del 

asunto de constitucionalidad lo hace en via de excepción. Por 

medio de eete sistema el caso de constitucionalidad puede eer 

analizado Por todos loa 6rsanoe judiciales, ya que todos tienen 

el deber de no aplicar preceptos inconetitucionalee a los caaoa 

concr,etos que se les sometan. En eete eiatema, cuando l~ l~y ea 

declarada inconetitucional pot' le Corte, ae invalida con 

efectos ez•¡;a omnes ( 50). 

Por ot1'a parte, ex.iete e 1 si e tema. concentra,~:>. el 

cual coneisti: en el cstablecimlonto espe..:ializado de u:-. .:t'gano 

judicial de control de la conatituc ~: r.a 1 idad de lb• leyes o 
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actos de aut.oridad (51 J. Eate sis:~md tiene en cuanto a la 

materia, la ventaja <le la 8spocialización de loa juecea, y el 

defecto de ·hacer de loa jueces no conatltucionalea 

incompetentes para resolver cueotionea de conetitucionalidad, 

debiendo, en conaecuencla, obediencia a la norma 

inconetitucional formalmente válida (52). lleta sistema fue 

adoptada par el orden Jurídico nacional. 

lln otro orden, Alfonso Noriega afirma que existen loe 

slatemae preventivos y los reparadocea; en loa primerao roviean 

que las leyes entes de ser promulgAdae aean aa.ncionadoe eua 

contenidos en concordancia con la constitución. Loa eegundoe 

requieren el nacimiento de una nor·ma válida o de un acto de 

aplicación para que pueda surgir la acción y, en caso de 

declararae au inconst:.itucionalidad habrá de repararse el dafio, 

intentando reponer el catado de las coaaa al momento de la 

violación (53). 

En México, como eo ha h"3cho mención, el orden 

Jurídico ha experimentado controles de constitucionalidad de 

naturaleza politica, judicial e incluso mixta. Al respecto, el 

primer 61•gano de control conetituciúnal politice lo encont1·runoe 

en el runparo colonial, donde el Virrey era encomendado a 

decldir eohre la legalidad do un Juicio en que loa eúbditoa 

(51) t!auro Ca~pcllettl. Qb. cit. p. 60. 
(52) lbidem. p. 74. 
(53) Alfonso lloriega. Qb. cit. p. 56. 
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considerasen ser victimoe de un acto violatodo del orden 

jurídico existente. De la misma manara puede ser ai tuado e 1 

Supremo Poder Conservador, <¡ue revisaba le constitucionalidad 

de las leyes o de loe actos de las autoridades de loa poderes 

legislativo, ejecutivo y Judicial, a inst.oncia de cualquier" "" 

loe tres poderee. Un sistema mixto lo encontramoe en el Acta de 

Reformas, donde en loa caeos da violación de garantiaa procedia 

una instancia Jurisdiccional y tratándose de leyes éataa eran 

impugnadaa ante el Congreso Cone1~al, único facultado para 

decretar la anulación de las rniemaa. 

Bajo éatos órdenes de ideas, el 

mexicano de control de oonatituoionalidad y 

actual aiatema 

legalidad eatá 

repreaentado por el juicio de amparo, que ea un medio de 

control a cargo de órgano jurisdiccional, concentrado y 

eepeoializado, de efectos reparadores; el cual por medio de un 

procedimiento seguido en forma de juicio se encarga de 

nulificar loa nctoa lnconstitucionalea en loa caaoa concretos 

en que se ejercite la acción, siempre y cuando el acto concreto 

de la violación se encuentre tradncido en el perjuicio aufrido 

por el particular al que le ha eido vulnerada au garantía 

individual. 

Rfecti vamente, ya que al otorgar el aI'ticulo 103 de 

la Constitución competencia a loa tribunales de la Federación 

en loo caeos en que ae violen garantias individualee por leyee 

y actos de autoridad, otorga competencia especial a éstos como 
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ól.·f.!anos de contr·al. Pot- ot1·a parte, el a1•t1culo 107 oe encarga 

do oatablecer la. via juriadiccional quo corrnoponde a eeoe 

asuntos 'I fija el efecto pal'ticular del fallo positivo del 

órgano do control. Por último, lo refe'l'ente a loe efectos da 

restitución, éstoá "'' establecen en el articulo 80 do la Loy de 

Amparo. 

Ahora bien, el aiotema de control oe actualiza 

conatitucionalmonto c•Jando el acto de autoridad o la ley violen 

de manera directa loe contenidos de loe preceptos constitutivos 

de gsrantiae individuales proect>itaa en la Constitución y la 

legalidad es control1via cuando exiote una violación en 

contradicción con loe artículoe 14 y 16 de la Conatitnci6n, por 

ser los preceptos que contienen la cit.ada .c:era.ntia de 

legalidad; por lo que se afirma, que por éeta medio de control 

ae proteaen loe preceptos primarios de laa earantias 

individuales, y de manera mediata el contenido de la parte 

orgánica ele la Constitución a través de la <lefen~a de la 

surantia de legalidad (5·!). 

(54) José =".. Pad! ::~. :l:. cit.. p. 7. 
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CAPITULO II 

EJECUCION DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO 

A. LAS SRN'rr!NCIAS DK /\Hl'i\RO. 

En el capitulo &nterior se ha efectuado el análisis 

en que el orden Juridico mexl.c1mo determina l& protección de 

loe derechos fundamentales de la persona y al efecto destacamos 

que en nuestro aietema juridico ea el juicio de e.mparo el medio 

par el cual puede obtenerse el respeto a las sarantiaa del 

gobernado. 

Le. vía elegida. para nuestro media de control de le.e 

leyes y actos de autoridad ea formalmente juriediccionel, de 

ahi que el empara reviste lea caracteriaticee de un Juicio; por 

ende, la cuestión Je conatitucionalidad plantea.da ea resuelta. 

par conducto de un falla, le sentencie de amparo. 

Le sentencie es le resolución que pone fin a un 

Juicio. Por medio de olla el juzgador constHuye loe dered.oe y 

oblie«donee de las parte" que litigaron en el proceso ( 55). 

(55) Hane Keleen. TuQtl~l.JleI:e!'..bQ. Qb. ¡:il. p. 248. 



En c-i juicio de amparo las sentencias resuelven la 

controversia decidiendo ei una ley o acto de autoridad ea o no 

constitucional; estableciendo, en su caso, la obligación a las 

autoridadee afectadas por el fallo de respetar la sarantia 

individual que se estime fue violada. 

Conviene ahora tratar los aapectoa de forma y 

contenido de las sentencias de amparo, ya que del cumplimiento 

de laa mismas nos 0cuparemoe mas adelante ~n el desarrollo del 

presente estudio. 

El artículo 77 de la Ley de Amparo indica cual debe 

ser el contenido de las aentenciae de emparo: 

.. Are. 77. Las sentencias que se dicten 
en los Juicios de éll11paro deben contener: 

l. LB. fijación clara y precisa del acto 
o actos reclamados, y la aprecittoión di<? las 
pruebas conducentes paca tenerlos o nv por 
demostrados; 

I1. Los fundamentos legales en que se 
apoyen para sobl'•eseer en el juicio, o blen para 
declarar la consti tucionelidad o 
inciJnstltucionB.lldad del acto recltt01ado; 

III. Los puntos resolutivos con que 
deba11 te1•mins.r conc1•etBndase en ellos con 
cla.rida.d y preciaió11, el acto o lletas po:.• los que 
se sob1·esea, conceda o niegue el 8111paro." 

En b:ise a. este precepto la doctrina coneidera gue 

existen tres clases de sentencias: 

:as sentencina de aobreoeimiento, por virtud de las 

cuales se j~c.:.ara que el tribunal de amparo no analizará la 
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cuestión planteñda. El efecto dt·clarativo de éstas sentencias 

permite a la autoridad responsable ejecutar con libertad el 

acto reclamado. Debido a que no se estudia el fondo del asunto, 

se di6cute que la naturaleza de ésta clase de resolución tensa 

carácter de auto o de sentencia (56). 

En las sentencias que niegan el amparo, el tribunal 

si analiza la constitucionalidad del acto, r·~ro resuelve en el 

Gentido de no amparar al particular afectado por el acto de 

autoridad; por lo que los efectos de este tipo de sentonciaa 

son igualee a lae de sobreseimiento (57). 

Por su parte, en la Bentencia que ampara, el tribunal 

resuelve que es inconstitucional el acto reclamado. Esta 

resolución tiene efectos constitutivos de derechos y 

obligaciones, porque por virtud de ln sentencia el quejoso 

puede exigir el cumplimiento (incluso forzado) de la autoridad 

responeable, aei como ésta tiene el jcber juridico de cumplir 

acatando loe resolutivos del fallo. Por medio de la sentencia 

que ampara, se nulifica o invalida el neto reclamado y ae 

condena a la autoridad responsable a restituir al quejoso en el 

soce de la garnntia constitucion11l ·~ue le fue violada (58). 

<5f3l ~!".lnlt!i.L..--.d'!L .J111.c~ r~ .A·:!!""-':._ T.,,qtih1tc de !:!:pec:!.aliz&ción 
Judicial de la Suprema Corte de Justic!a de la Nación. Novena impresión. 
Editorial Thernis. México, 1992. p. J2S. 

(57) !<lec. 
(58) lh.idom. p. 137. 
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Por lo que hace a la forma de las ae.ntencins. el 

at>ticulo 77 invocado, skv" da sustento a ln judicatura para 

una ordenación sistemática del contenido de las aentenciaa en 

resultandos, considerondoa y p1mtoa rcaolutivoa. 

lln loa resultandos, se fija la cuestión planteada con 

claridad y p1•eciaión. aunque al hacerlo ae e8tile hacer una 

narración slntót.ica del contenido del e:-:¡;ecllente (59). 

De loa considerandos puede deci roe que son loa 

argurr.entoe ló¡¡ico-Juridicoa en que el tribunal de amparo apoya 

BU rooolución 11cerca de la procedenc.la y de la 

conatitucionalldad, en su caso, del jnicio. Por medio de loa 

considerandos ee manifiesta el sentido de la reeolu<>ión ( 60). 

En loe punto a reeolutiVoa ae concreto. si oe concede. 

ae niega o se eobreeee en el amparo, determinando con claridad 

y precisión el acto o actos por los cuülee ce h!1 rt:mwlto (Gl). 

Establecida la oentencia como la culminación lósica 

de un juicio '.I hecho el c~tudio del contenido Y fol'ma de la 

sentencia de amparo, mcncionar.emoa .:.i.hora el efect.o de la 

repf.trac:.ón •'l gue noa hemos r1=.:ferido, a.ccrcr1 de nt1Cl.'t1·v medio de 

· ~11trol ~~·nscituclo11al. 
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Ee importante destacar al respecto, que nuestro medio 

de control, respecta de las leyes o actos de autoridad es 

limitado, restringido sólo para al quejoso que solicite la 

protección constitucional, Asi lo establece la Constitución en 

la fracción I I del artículo 107, en relación con el articulo 76 

de la Ley de Arnpll.1.."'o. 

Kntendido el alcance de la sentencia que ampara, 

analicemos el contenido de loB efectos reparadores de la 

sentencia que prescribe el artículo 80 de la Ley de Amparo de 

la siguiente manera: 

"Art. 80. La sentencia que conceda el 
ampa.1•0 tendi•á por oh.jeto restituir al agraviado 
en el pleno goce de la g .. rtrtwtía constittrc•ional 
violada. restableciendo lss cosas al estado que 
guardaban o.ntes de la vlolaci.ón, cuando el acto 
i·ecle.mado sea de ca1·ácter 1u•satlvo, el efecto del 
ñmparo será obligar a la autoridad responsable a 
que obz•e en el sentido de respetar la garantía. de 
que se tr.'.lte y a cumplir, por su parte, lo g'Je la 
misma gaz•anti.:J exija~" 

Del texto del articulo transcrito se deeprende que 

pueden ser dos loa cfoctos de la sentencia que ampara en favor 

del quejoso: 

Cuar.do de orisen el acto reclamado •>n el juicico 

conetitucione.l conaiatió en un hncet~ po1~ parte de le 

nul i ficar ese acto, e.l ('Ue l, Jebido a ésta inva 1 idac iCn. tendrá 

la responsable el deber juridico de ree,tituir el esta;lo de las 
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cosas .:il mome::to en que e-e produjo 1 a viol'-lción Je garantías, 

rea ti tuyendo o reparando por loe medio e o actos que sean 

necesarios, a fin que al quejoso le quede salvada au garantia 

constitucional (62). 

Tratándose de loa e.etas negativos, ea décir ai la 

i•eeponeable omitió actual' conforme lo prcecribe la ley, luego 

de declara.da la inconstitucionalidad de eoa omioión, el efecto 

de la sentencia será el constituir obedi~ncia al precepto legal 

que Be estime constitucional; entonces por virtud de la 

sentencia ee condenat"á a la autoridad reeponeable a que actúe 

en los términos que lo exija la garantia Individual (63). 

B. CUMPLIMil\NTO DE LAS iiKNTENCIAS DE llHPtúlO. 

~nalizadoa loa efectos de la oentencia que ampara, ea 

de indicarse que la ley prescribe que éetoe surtirán cuando la 

eentencia haya caueadc ejecutoria.. 

Coviello refiere que esta cualidad de la sentencia 

impide que ter.ga que volver a resolverse: y que ul no aer ya 

impugnable sea obligatoria para las partee. Indica que una 

sentencia adqui~re firmeza si por dieposición de la ley •?eta no 

ea A.tacable. :-tas s1 es combatible puede adquirir calidad de 

(62l José ::L Padilla. Qb. cit.. p. 294. 
( 63 .Ide::. 
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firme por consentimiento expreso de las partea; también por 

conaentimiento tácito, si en el término legal no ha sido 

impugnada o bien, si combatiéndose, el recurso por el que pudo 

ser modificada o revocada se agotó en vano. Agrega que la 

autoridad de cosa juzgada os una exigencia de tipo social, de 

evitar juicios perpetuos y mediante ella se logra que loe 

derechos que emanen de la sentencia sean ciertos y e:Jtablea, 

resultando del estado de cosn juz¡¡n<16 la seguridad jur1dica de 

laa po.rtes, haciendo a la vez que loa derechua que establece 

sean oponibles a terceros (64). 

El cap1 tu lo XII de la Ley de Amparo, referido a la 

ejecución de las sentencias, parte del concepto de cosa juzgada 

en relación al cumplimiento y ejecución de lae miemas, en 

virtud que las normas contenidas en dicho ca.pitulo serán 

aplicables luego que la sentencia haya causado ejecutoria. Aai 

el articulo 104 dispone: 

'"Art. 104. En los casos a que se 
refiere el articulo 187, fracciones VII, VIII y 
IX, de la Constitución Federal luego que om1se 
ejecutoria. lB sentencia. en que se haya concedido 
el B.111paro sollcitado o gue reciba teBtimonlo de 
ls ejecutol'ia dictt1dt1 en revisión, el jue::, la 
autoridad que hay" conocido del Julcio ,, el 
Trl!nmal Colegiado de Ci1•cuito, si Be inte1•puso 
revisión contra la resolución que haya 
p1•01wnclado en nwte1~1a de 8.IJJ.Paro directo, la 
comunicará por oficio y sin demora alguna. a las 
autoridades l'esponsables para su cumplimiento y 
la ha1•.in saber a las demás partee. 

(64) N:colás Coviello. D;i_ctrina General del Derecho C1y11. Tradnc~ión 
al castellano de la ~a. edición italiana por Felipe de J. Tena. Unión 
Tipo~ráfica Editorial Hispano-Americana. México, 1949. p. 624. 
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E11 casos urgen tas ,y de notorio.a 
perjuicios pa.1•a el quejoso pod1•B vrdenarae por la 
via telegrtiflc.:i el oumpllmiento de la ejecutarla 
sin perjuicio de comunicarla íntegramente, 
confo1•me al pá1•1•8.fo a11te1•ior. 

E11 el pi•op1o oficio en que se haga la 
notiflcaclón .l la.._.-:; autoz•idddes i•e::.rpo11sa.bles, aa 
les prevend1•á que .informen sobre el culJlPlimlento 
gua se dé al fallo de referencia." 

Esta norma prescribe que la autoridad responsable 

informe sobre el cumplimiento que se dé a la sentencia, 

imponiéndole el acatamiento obligado a loa resolutivos del 

fallo. Por ende, el cumplimiento tiene por auatento el deber de 

la autoridad responsable en acatnr la norma juridioa expreenda 

en le oentencia (65). 

En el miemo orden de ideas, el waestro Joaé R. 

Padilla, indica confo1•me al primer párrafo del articulo 105 de 

la Ley de Amparo, que una vez que le sea solicitado el 

cumplimiento a la reaponeable, ésta dispone de veinticuatro 

horas, a partir de la legal notificnción, para informar sobre 

la cumplimentación dada o que pretenda dar al fallo. Mene iona 

además que ante la negativa exprcaa o tácita de la reeponsable 

obligada a cumplir la sentencia ha lugar la ejecución de la 

misma, como tarea del tribunal de control para hacer cumplir 

BUB ejecutorias, si la naturaleza del neto lo permite (66). 

(€5) Gustavo Coaacov Belaus. CumclJ.!tlen.to___tle__un_!l;;bm:. 
Id,c:cionerio Jur.id.ico..Jiexicn:uo. Tomo II, C-Ol. Qb. c.it. p. 379. 

(66) José R. Padilla. Qb. cl.t. p. 296. 

vid. 
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Distinguiendo entre el cumplimiento y la ejecución de 

la sentencia Carnelutti manifiesta que el cumplimiento ea una 

condición voluntaria del obli¡¡ado respecto a la sentencia y que 

la ejecución ocurre como sanción, derivada del incumplimiento 

al fallo (67). Alfonso Noriega, por su parte considera que el 

cumplimiento consiste en el acatamiento de la autol'idad 

responsable a la aentencia, en tanto que la ejecución ea un 

actc de imperio a car¡¡o del tribunal de amparo, tendiente a 

losrar el cumplir.il en to do la 1·esolución de fondo ( 68). 

El tratamiento respectivo en la Ley de Amparo estriba 

en otorgar oportunidHd a la responsable de acatar el fallo. El 

incumplimiento a la sentencia origina del tribunal de amparo la 

realización de los actos tendientes a ejecutar la 9prd·o .... ,...~ 1::r.. 

tal como prescriben loa tres primeros párrafos del articulo 

105, aei como el primer párrafo del articulo 111 de la Ley de 

la Materia, que al efecto ee transcriben: 

"A1•t. 1€!5. 51 dent1•0 de las 
veinticuatro !Joi•as sigzllentes a la i1otiflca.r..~lón a 
.l.!!s auto1·idades respo11sables la ejecutoria no 
quedare cwnplldB, cuando la naturtileza del acto 
lo permita o no se e11cont1•ase en viaa de 
ejecución en ltt hipótcsie contraria, el Juez de 
r>i"'tl'i to, la 81/torldad gue hBya conocido del 
Juiclo, el Tribunal Colesl.!ido de Circuito, si se 
ti•ata de rev1s16n co11t1•a i•esoluoi611 pi·onunclada 
en materia de amparo directo regue1•irán, de 
oficio o a 111ata1wla de cualqu.ie1•a de ls.B pai•tea~ 

(67) Francisco Carnelutti. Siat&mlLde..Jler<!cllo Praceaal Clvl l. Traduc. 
Niceto Alcalá-Zacora y Coatillo y Santiago Sentia Melendo. Tamo !. Orlando 
Cárdenas V. Editor y Distribuidor. l1éxico, 1943. p. 213. 

(68) Alfonso l/odega. QJ:¡. ci.f;.. ¡;. 735. 
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al superioz• .illi11ediato de la .. :¡utai·ldad i·esponsable 
para que obligue a ésta B cumplir .sin demora la 
sentenola; y si la autoridad z·e.epont.~Bble no 
tuviere superio1•, el requerimiento ae hará 
directamente a c.-.11a.. Cuando el superio1' inmediato 
de la autoridad ree¡.'Onsc1b.le no 8 tendiere el 
z'equerlmlento y tuviere, a su vez, aupo1•lor 
je1•á1•quico, télmbién se r.!:.'qt1el'irá a este Ultimo." 

"Cuando no 8:;! obt."'daci~1·e la fJjeoul:oz•ia 
a pcsa1• de los l'eque1•imit:.mtos a que ae refiere el 
párrafo anterior, el juez da Distrito, la 
autoridad que haya conocido del juicio o el 
Tribunal Colegiado de Cl1•culto, en su C'!lso, 
remitii·Bn el expediente origint1l a la Suprema 
Co1•te de Lluaticia, para lod et~ectoa del tt.rtículo 
107, fi',1cclón XVI de .la Conatltuclón Ft.:dei•al, 
dejando copia cez•tlfica.dd de la mis111a y de las 
conBtancias que fuez•en nec~Blll'.18.a paJ'll: procw•a1' 
su t>X!1cto .V debido c~.:::pl.il:J.!.t>nto, L'o11f,1r;r:t..1 ,11 
.;u·ticulo 111 de esta ley. 

Cuanrlo la p;u·te inte.!.'c>sada no cetuviere 
co11fo1•me con la rescilución que tt>nga paz• cumplida 
la ejecuto1•ia, se enviará también n petición 
euya, el expediente a la St1prema Corte de 
Justicia.. Dicha petición debc!'lÍ preaont.Jrse 
de11t1·0 de loa e.inca dia.s elgulenti:.~a al de la 
notific<:wión de la 1·esoluc16n c:orrespondiente; de 
ot1•0 modo, éS"tR se tendrá por 1•011sentida.. 

"Az·t. 111. La dlDpul.~sto en el articulo 
188 debe entendf>1•.se s.in perju.lclo de gue el juez 
de Distz•ito, la m1t...,1·ldad que /Jaya conocido del 
Jillc-io o el Ti•lbuna.1 Coleaiado de C'iz•cuito, en su 
c<'1sn, h!itJ!m C"!lmplir /l! r!J~c-utnria de •1ue ce 
trat8, dictc1ndo la~~ .Jrd·:>nes 1;e>ces ... 'irL:1s; si éstas 
no fueren ohedecidtis, r.•or.;is.ion~'ll'i'Í al secretario o 
actiuwlo de .st1 dependl~ncla, para que dé 
cumplimiento a la propia ejecutol•i a, ctuindo la 
natm•a.leza del .acto lo permita. y, c.~n su casa, el 
mismo juez de Distrito o el m .. -:i.gietrado deaignll.do 
por el T1•ibwud Colt~11ia.do de Circuito, ae 
cona ti tulrcfn en el lugar en que deba. dáz•aele 
cwnplimiento, pa1•a r-"'Jecuta1•la po1• si mismo. Para 
los efeL'tos de este. disposición, el Juez de 
Dist:1•i to o 011J.glst1•ado de Ciz'CUi to l't?Bpectivo, 
podrán salir del luga1• de au re:;-:ldencia ain 
i•ecaba1• c1uto1·lzacló11 de l.:.'? Supre"ma Col'te, 
bastando que le dé aviso de su salida y objeto de 
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ella, .isi 00010 de su reo1•eso. Si después de 
agotarse todos estos medios no sa obtiviere el 
cumpl1.rniento de la sentencia, el Juez de 
Dlst1•ito, la autor1dad gue haJ'll conocido del 
.Íll1cio de ampM•o o el Tl'ib1111al Colegiado de 
Circuito sol.icitarcín, por los conductos legales, 
el auxilio de la fuei•za pliblica, psi•a luwer 
cumplir la ejeC'utoria." 

De los preceptos transcritos, puede o.firmarse en 

resumen, que la técnica seguida para el caso en que la 

ejecución de una sentencia de amparo tenga que aer forzosa, es 

la siguiente: 

Si la 1'esponaable en el término legal, :10 ha cumplido 

o no esté en viaa de cumplir con la aentenc.1 ~, oficiosamente o 

a petición de parte el tribunal de amr·..1.ro le requerirá el 

cumplimiento dir~ctam...,.nte, si es que ln responsable no tiene 

superior jerárquico. 

En caso de que la retlponaable tenga superior, el 

requerimiento de mérito se le hará a. ésta, a fin de q_ue obligue 

a la responsable al cumplimiento sin demora. 

En t-1 CltSO de que e 1 superior inmediato no atendiere 

el requerimientc·, se requerir.:i al supl'}rior inmediato que &et~ a 

su vez tenga. 

Estos pasos se sieuen ~or incumplimiento de lae 

responsables al fallo del tribunal constitucional. Mas puede 

ocurrir que las actos consistentes en loa requerimientos no 
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ba~ten. En ese caao, como snai..i~aremoa, la autoridad 

reaponeable puede ser sancionada con la oeparnc16n de su cargo 

o el desafuepo en eu cnao, incluso de ameritarse podrán 

aplicársele sanciones de tipo penal; :;:.6ro por lo que respecta 

al cumplimlent.o, existe la posl.billdad de que al juzgador 

realice otro tipo de actuaciones a fin de o.segurar la 

observancia a la sentencia, de acuerdo al articulo lll que 

hemos citado: 

Para el caao en. que no fueren atendidos loe 

requerimientos, el juzgador podrá dictar las órdenes necesarias 

para que se cumpla su sentencia. 

Si peoe a ello, la responsable no ha cumplido con la 

ejecutoria, el propio juz3ador Por si o por el funcionario 

judicial deeianado para cae efecto podrá constituirse en el 

lugar en que tenga la ejecutoria que ner cumplida y la 

njccutará por si mismo. 

Mas el aún no qucd:lre con ello cumplida la sentencia, 

puede el juzgador solicitar el aw.ilio de la fuerza pública 

para garanti7.ar por éote último medi-:i el ctunplimlcnta real de 

la ejecutoria. 

Cabe hacer mención de c;1.le la Suprema Corte de 

Justl.:!ia de La Nac16n9 ha sost.en:.:i: -:n diversas tesis que el 

cumplimiento dE:; lns ejecutorias de e.mparo es una cuestión de 
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ordon público, parque mediante ellas se ga1~antiza la 

inviolabilidad de la Constitución y la conservación del orden 

Jur1dico en nuestl'o pais. E" por ello .:¡ue la ley permite el 

empleo de la fuerza pública pal'a hacer cumplir con las 

ejecutorias de amparo dentro de nuestro régimen de 

administración de justicia. 

Finalmente podemos afirmar que a nuestro juicio 

existe la posibilidad de tres etapas distintas, relativas al 

cumplimiento de las sentencias de amparo: 

La primera estriba en el cumplimiento voluntario que 

pueda hacer la autoridad responsable a la sentencia, una vez 

prevenida de aca!ar el fallo. 

Una 9egunda implica actos de ejecución, donde el 

tribunal de amparo requerirá, y en au caso ordenará a la 

responsable oblig:.do. el cumplimiento el fe.lle conatitucional. 

En eata instancia es coaccionada la. re:.1pcnsable para que crnnpla 

forze.damente con los resolut,ivoe ...i-:- la ccntcncin, cea 

directamente p.:ir el tribunnl de ampare o de manero. indirecta 

por conducto de sus superior~~ jerárquic0s. 

En la ter.:-i:ra --.-tapR, el curr.;-::::i-.2nto de la. ejecut0ria 

no lo realiza :a autor:..Jcd obligada ¡::r f;;l fallo, sino que ln 

ejecución material de la ::mntencia ee !"enlizada mediante un 

acto de imperio por la autoridad ,:iuriadiccional. •1uien 
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substituye a la responsable en la ejecución de la sentencia; 

facultada por la ley, para que en caso de requerirlo, utilice 

el empleo de la fuerza pública para garantizar la ejecución del 

fallo constitucional. 

C. QUIKNES DEBEN C,'Ul1PLIR LAS Sfilfl'illfCIAS DR AMPARO. 

En párrafos anteriores ee ha mencionado que la 

sentencia que ampara es una resolución de condena que oblig~ a 

la autoridad responsable al cumplimiento de actos u omisiones 

tendientes a restablecer al quejoso la garantia violada mctiv0 

del proceso constitucional. Al respecto se expuso que el 

cumplimiento es la condición que en este caso guarda la 

responsable frente a la sentencia, de ejecutar loa actos u 

omisiones a que ésta le obliga en sus resolutivos. 

El articulo 80 de la Ley de Amparo, que anteriormente 

citamos, indica que contra esta parte, la autoridad 

responsable, ea contra quien surte la condena expresada en l~ 

sentencia, ea decir, corre apande a la responsable el 

cwnplimiento a las ejecutorias de amparo. 

La fracción II del articulo 5' de la Ley de la 

Materia, indica que las autoridades responsables son parte en 

el juicio de amparo, por otra parte, la definición legal de 

autoridad l''esp.:ineable la encontramos en el articulo 11 de la 
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Ley de Amparo, al Precisar que ea " ... la que dicta,, pronmlga,, 

publica, qrdena, ejecuta o trata de ejecutar la ley o el acto 

i•ealétl!1ddo."; al t~eapecto Alfonso Noriega expresa que por esa 

virtud autoridad reaponaable "es aquolla que por su especi.•l 

lntervenci6n en el acto reclamado,, está obligada a responder de 

la constituclonalide.d del mismo" (69). 

De loa preceptos que se han mencionado, ae desprende 

la obligación de la auto1•idad renponenble que fue parte en el 

juicio, contra la que ae concedió la protección de la Justicia 

federal, de ct11nplir, por ece carácter con la ejecutoria de 

amparo. 

Por otra pa1·te, la jurisprudencia de la Supremo. Corte 

de Justicia <le la Nación, sostiene que al cumplimiento de las 

sentencias de ampa~o están obligadas todo tipo de autoridadea, 

aunque no hayan sido parte del proceso Jurídico constitucional, 

lo anterior de acuerdo con lo sustentado en la tesla 735, 

visible en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación, 

Segunda Parte, Octava Epoca, Página 1206, del tenor siguiente: 

"JNECUCION DE SENTENCIAS DE AHPARO. A ELLA ESTAN 
OBLIGADAS TODAS I.AS AUTORIDADES, AUN CUAN[)() NO 
HAYAN IN1'ERVENIDO EN EL AMPARO. - Las ejecut.01•i8B 
de ampa1•0 deben Ber lnmedlata.mente cwnplidt1.B po1• 
toda auto1•idad que tenga conocimiento de ellas J' 
gue, por i·azón de BllB funciones, deba lnterveni.r 
en su ejecución,, pues L"itenta la p:i.rtc fin .. 11 del 
primer páN·afo del articulo 10 de la Ley 01•glf.nica 
del loa 103 y 107 de 18 Con.::Jtituclón Fed=ral, 110 
solamente la autoridad que 1My~1 figuradc con el -

(69) Alfonoo Noriega. Q.b. oü. p. 329. 
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CBl'éÚ .. "'!tel" de z•eapons.3ble eJJ el Juicio Lte garantías 
está oblig8.da a ownpllr la sentencia de amparo, 
sino cual'duie1• at:ra 1mtoridsd gue, por ·sus 
funo1ones, tenga que intei·venir en la ejecución 
de este fnllo. " 

De la tesis transcrita so advierte que la obligación 

de acatar y respetar lC\s uentencio.a de amparo se extiende a 

toda autoridad que tenga que 1ntervonir en el cumplimil~nto de 

la ejecutor in, nun cuando no haya t1ido llamada al juicio· de 

SRrnntias. Por lo ·aue t~mbién puedo aplicarse para todas las 

n.utoridadee que intervengan -en el acto reclamado; de igual 

manera para. aquellao que, aun cu:indo no hayan tenido relación 

con el 11cto reGl.'l.mado eotón ohll.gadae por actoo conexos o 

Pr~ccdimi~nloo que oe oronean nl cmnpl lmiento de la ejecutoria 

constitucional; así co:;-,: r!l.ra los inferiores de las 

respon3ablea g,uc t<:-i:gan 11ue vei~ oon ::.u ejecución. 

D. SANC!OlfüS D!illIVAD/IS DllL INCUHPLIMIF.NTO 

A L/IS llJEC'U'J.'ORI/IS Dll ,;UPl\RO. 

l. SANCIONllS A LAS AUTORIDADllS RESPO!l31\0f..JiS 

OBLIGAD/IS ron !.A J(,lEClfrüRIA Dll AlfPl\RO. 

Un a.epecto de niugulnr intpat~to.ncia lo reviste la 

sanción a. la autorida.d reopononble 'lUC por eva31Vaa o 

negligencia incwnpla con la aentencia ñictada en amparo. 
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Como ya afit·mamoa, si la ejecut:ión de la sentencia de 

amparo es.la eanci6n condicionada por incumplimiento a ella, el 

ser de orden público la cuestión tratada, hace que el 

funcionario invostido como autoridad reaPQnaable incurra en 

reeponaabilidad al no acatarla, debiendo ser ~ancionado en el 

caso de na atender a loa requerimientos qne se le hicieron pa.rn 

cumplir o hacer cumplir con la sentencia de amparo; operando en 

consecuoncin 11)8 preceptos contcnidoo en el segundo párrafo del 

art tculo 105, el a1•ticulo 107, el segundo párrafo del artículo 

108, loa artículos 109, 110, 208 y 209 de la Ley de Amparo, aai 

como la fracción XVI del articulo 107 constitucional, y los 

articulos 215 y 225 del Códi¡¡o Penal, respectivumente. 

Para efectos del presente estudio, vale la pena 

exponer las diferentes enncionea que correeponden e. la 

responsabilidad de las cllfet'entca autoridades que intervienen 

en la ejecución de lao oentenciae de amparo. 

a. SANCIOHllS A I.A AlITOIUDAD QUE KLUDA LA SENTENCIA. 

Ln primer sanción tiene lugar eomo consecuencia de 

que la autoridad responsable obligada en acatar la ejecutoria 

no atendiere los requel'imicntoe a que alude el articulo 1<15 de 

Ja Ley de Amparo, o bien retarde el cumplimiento de la 

ejecutoria por ~vasivaa o procedimiento::: ilesa.lea de acuerde a 

lo previa to en el articulo 107, para lo cual el juzgador tendrá 
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t;l deber de r1::1nitir el !dXpediente a la. Supr~u1.:i Col'te de 

Jueticia, para que, como ae aolara1~á rr:na adelante, en loe 

tárminoe de la fracción XVI del articulo 107 constitucional, sn 

ueo de una facultad excepcional, de proceder a juicio del Pleno 

de la Suprema Corte, la responsable oea separada. inmediatamente 

de eu cargo, a fin de <¡ue ecan cwnplidaa las ejecutorias 

dictadas en aniparo. 

El precepto constitucional en cita y el articulo 208 

de la Ley de Amparo prescriben, adem;\a de la sanción 

consistente en la sepu1'aci6n del cargo de la autoridad 

1~esponaable, que ésta sea conoignada al juez de Distrito q;..d 

correuponda, a fin de que ee le eancione en términos del Códiso 

Penal por el delito de abuso de autoridad. 

Ante una aparente contradicción con loa articulas 108 

de la Ley de Ampnro y 21 de la Constitución, por lo que hace a 

la consignación de la reeponsable que se haga al juez de 

Distrito <¡ue corresponda, ha lusar a la aplicación de la tesla 

número P. XI/91, consultable en el Semanario Judicial de la 

Federación, Octava Epoca, Tomo VII-Ma.t'zo, página. 7, que a la 

letra dice: 

"INEJECUCION DH SEN1'ENCIIJ. SI EL PLENO DE Lll 
SUPRENll CORTE DE JUSTICIA DE L,1 NACION CONSIDERA 
QUE UNA AUTORIDAD INCURRIO ~·N l!'LlA Y DECIDE 
SEP.1RARLll DE SU CARGO, Dli'BE CONSIGNllRLll 
DIP.JiC'I'AHENTE ANTE EL JUEZ DE DISTRITO QUE 
CORRESPONDA. - Aun cuando de co11iol'n1ic!dd con lo 
e:e:ablecido por los ai•tfoulos 21 y HJ2 de la 
~ ... .,t~atitllción l..:1 1·egla aene1·al Qn materia de 
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Pt.u·~tec11oló11 de delitos Jel orden fedar.J.1 Jncw11be 
al Nlniatel'io Público d,, la FederaCión, en los 
casos en que una autoridad insistiere en la 
repetición del acto reclll/!Jado en im Juicio de 
amparo o trllta1•e de eludir el cwnpllmiento de la 
sentenc1a, será el Pleno de la Sup1•ema Corte .. una 
vez qua i•e.auelve .. -;epa.rsz•la inmedlatB.111ente da su 
car90, guien deberá consignarla directamente al 
Juez de D.i.st1•i to que corresponda paz•a que la 
juztJue por la dcaobediencia cometida, la gue será 
BlWCionadü en los té1•m.i.noa que el Código Penal en 
materia fedeNtl seífo.la para el delito de abuso de 
autol'ldad. La i•azt~n z•adica en que en esa 
hipót<Jais, la fracción XVI del articulo 107 de la 
Constitución estiJblt:ce una Bituación de excepción 
al 01e1iala.1• cla.1·ament1..1 aue adem.:is de la sepa1•aoió11 
inJJir?diB.ta do la. ... ~1to1•ida.d i:ontrimaz aez•á 
"consignada. ante el juez de Distrito gue 
001"1'et::1'onda •. 111 i·e::;p~cto debe apl lc.:irse el 
articulo 208 de la Ley de Ampal'o y no el aegundo 
pfirn1fo del 108 en el que Be determina, e11 
relación <'ll mi."3!110 supuesto, que se }JB.rti la 
co11algnac1,,n al Nlnlsterlo Público para al 
eJei•clcio de la acción penal cor1•espondlcnte, 
pues ante do.s disposiciones co11t.radictorlaa e11 el 
mlsmo cuez•po legal, debe atenderse a la que 
rep1•oduce la disposición constitucional y no a la 
que ae lo opone, tomando en cuenta, poz• un lado, 
el pl'inclpio de interpretación de que debe 
preferirse la norma especifica frente a la 
general y, por otro, que si el Pleno del más Alto 
Tribunal de la Reptiblica llega a la concluBión de 
que una autoridad lacu1•1·ió en desacato a una 
sentenciB de amparo y deo.ide separarla de su 
cargo no pueda condicionar eu obllgaclón de 
consignarla penalmente ante el Juez de Distrito 
que co1•1•esponda que le impone la Constl tuoión,, a 
la determinación del Nlniaterio Ptibllco, el q11e, 
por otra p111•te debe tener dentro del proceso 
respectivo la participación que legalmente le 
cor1•espo11da. " 

Una vez que se haga la consignación de mérito al juez 

de Distrito, en ctunplimiento al articulo 110 de la Ley de 

Amparo sancionará lo conducente de acuer'.!o con el dispositivo 

del articulo 208, el cual previene -¡ 11e la de2obediencia 

cometida a la eji:cutoria de fullparo se. ~ eancionada en términos 
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Jel Código Penal, aplic&ble en materia federal para el delito 

de abuso de autoridad; e impondrá las penas que en el mismo se 

actualicen, lae cuales podrán consistir, de acuerdo a las 

fracciones I a V y X a XII del articulo 215, en la impo~ición 

de uno a ocho afioa de prisión, de cincuenta hasta trescientos 

diaa de multa y deati tución e inhabilitación de uno a ocho ailos 

para deeempeflar cargo público alguno; ahora bien, ai se 

considera que e 1 delito en cueetión ae encuentra previsto en 

lae fracciones VI a IX se casticrará a la autoridad infractora 

con prisión de doa a nueve aftas, multa de setenta a 

cuatrocientos dian, ademña de la destitucit5n e inhabilitación 

para desempeñar otro cargo público de <loe a nueve afl.oe. 

Por ot.ra parte, la Ley de Amparoo previene el caso 

especial en que deba sepéu'o.ree a una nutm.•idad que tensa fuero 

conetitucional. Por fuero :::ie entümde la inmunidad de que goza 

un funcionario durante el tiempo que dure en su c;:ncur·go (70). 

Pot' lo que hnce a las a.utorJdades mencionadas, no 

corresponde a la Suprema Corte aplicé1r la sanción consiatente 

r..;n el deaaiucro y la se¡:.ara.ción del CfU'SO de la autoridad que 

incumpla la sent.encia, sino de acuerdo con el articulo 109 de 

la Ley de Amparo la Corte sólo se limitará a determinar la 

procedenda d~ la aplicación ele la fracción XVI del articulo 

(70) Felipe Tena Rrunirez. Qb. c.it. p, 559. 
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107 constitucional, y con esta declaración "pedirá a quien 

carrsspond~ el desafuero de la expresada autoridad'. 

De acuerdo con el Titulo Cuarto de la Constitución y 

loa respectivos Primero y Segundo de la Ley Federal de 

Reaponeabilidadea de loa Set•vidorea Públicos, el pedimento de 

mérito ae hará ante le Cámara de Diputados pare gue éste 

determine a su vez la procedencia del juicio poli tico y ae 

constituya en órgano de acusación, y en caso de considerar que 

ha lugar proceder contra el inculpado remitirá la acusación a 

la Cámara de Senadores, que erigida en Jurado de Sentencia. 

sane ionará lo conducente respecto al desafuero, instruyendo la 

destitución 

considera 

d~l funcionario; 

pr-udente. podrá 

y si a juicio del Jurado se 

también inhabilitarse a la 

responsable para ocupar cargos públicos de uno a veinte años. 

Lo anterior no exime al funcionario desaforado de lae 

sanciones previste.o en le parte final de loe erticuloa 208 o 

209 de la Ley de Amparo, y en consecuencia de su 

responsabilidad penal, de acuerdo al articulo 111 de la 

Constitución. Haa en este caao, para el ejercicio de laa 

acciones contempladas en loe ci tadoe &rticuloa de la L~y de 

Amparo, ee menester que previamente haya sido deaaforado el 

funcionario mediante el juicio politice que instruye la ley 

para las autoridad,:_..s con fuero cnn:._1ti tucional. 
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b. SANCIONES A LA AlffOIUDAD <CUE RESISTE DAR 

CIJttPLIHIRNTO A LA EJECUTORIA. 

Existe una sanción semejante a la derivada del 

incumplimiento a la sentencia, la cual tiene lugsr en el caso 

en que aparezca que la autoridad responsable resiste dar 

cumplimiento a la ejecutoria de nmparo, para lo cual, de 

acuerdo con el articulo 209 da la Ley de la Materia se debe 

silncionar a la re~ponsable en tét-minos del Código Penal por la 

comisión de dditos cometidos contra la administración de 

justicia. 

En este aupueato tiene aplicación el segundo párrafo 

del articulo 108 de la Ley de Amparo, ya que en caso en que no 

se obedezca la orden conaiatente en el cumplimiento de la 

ejecutoria, la Suprema Col'te podrá determinar ei procede la 

separación del cargo de la aut.oridad responsable, a la que, en 

e ate caso, se pondrá a dioponición del Ministerio Público para 

el ejercicio de la acción penal correspondiente. 

En el mismo caso también puede ocurrir que sea la 

-:i.ut.oridad juriediccional que conoció del r1mpa.ro quien ponga a 

disposición del Ministerio Público a la l'espons&ble de cumplir 

:a ejecutorio., en atención a que reaicte dar cumplimiento con 

:5.s órdenes dicto.das en ::mparo, en eje•:-ución de sentencio, de 

acuerdo al articulo 209 de la Ley de Amparo. 
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De lo aocntado ttnterlormente puede decirse que existe 

la posibilidad de que la autoridad que resiste el CUJJlPlimiento 

de la ejecutoria quede o no separada. de su cargo. Ahora bien, 

si el Ministerio Público considera que ha lugar coneisnar a la 

:responsable ejercitará la acción penal correspondiente; y por 

su parte el juez ante quien oe hasa la coneignación deberá 

atender al diapositiva del articulo 209 de la Ley de Amparo y 

por consiguiente sancionar en los términos del articulo 225 del 

Código Penal, castigando a la autoridad resietente por delitos 

contra la adminiutración de justicia. 

Laa sancione a de mérito al supuesto que ae analiza, 

podrán consistir en prisión de uno a seis aíl.oe y de cien a 

trescientos dias de multa o de doa a ocho añoa y de doscientos 

a cuatrocientos días de multa, dependiendo de la fracción 

aplicable del articulo 225 del Código Penal. Has en cualquiera 

de eatoa caeos además de las penas yn deacri taa. se 

inhabilitará a la responsable para el deeempello de otro careo 

por el lapso de uno a diez alloe, y se le privará por esta vía 

del cargo que ostente. 

2. SANCIONES A LAS AUTORIDl\DllS JURISDICCIONALES 

DERIVADAS DE LA INllJllL'UCION DE SENTENCIAS. 

La responsabilidad derivada de la inejecución de lae 

aentenc!ae de amparo alcanza también a lea autoridades que 
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conozcan del juicio, responsi'\blea del cumplimiento de lo.s 

ejecutorias que dicten 'en los juicios de sarantiae. 

El Capitulo I de 111 Ley de Amparo, titulado "!Jd la 

ReaporJsobilida.d de los F\znclon~1r.tos que Conozcan del Ampa1•0", 

previene acerca de laa res¡:ionEJabilidadca en que incul:'ren las 

autoridades jurisdiccionales en loe Juicios de garantias. 

Respecto del inc\1mplimif.!nto de 1 """ ....... n l'".cncins i(llputnble a los 

jueces de Jistrito o a las autorid.:;i.1les que cono~c&n del juiclo, 

"Ai·t. 2i::.12. L,,_1 [altB. de cn~1p!.i:.Jic:1to de 
l .. '1s ejec11torllls de dl!lPlll'O lm,p11tubli3B a los jueces 
de Distrito, o a 111s a.utoridades judiciales que 
cQ11 .. 1.'.!oa11 del Julclo, se c~1.::Jtlgarán can arreglo a 
las disposiciones del Código Penal aplicable en 
::-:a C::"l'la federal a los i·c.::..':-ronsables del delito de 
abuso de autoridad." 

Es :1ecemirio r'.ira proceder contra laB o.utoridades 

jurisdiccionales mencionadas en el articulo transcrito, 'ltle el 

Presldent~ ¿e la Suprema Corte de Justicia determine si ee 

t;1~ata de una üil ta gro.ve, y dé cuenta al Pleno para aai ae 

t'C:suelva eob~'": la suspensión de le reeponsable, o. fin de que 

pueda ser =.;-~·::hendida o enjuicio.da, de acuerdo a los artículos 

13 fraccilc. "JI y 12 fracción XXXIII de la Ley Orgánica del 

Pode?' Judcoce.~ de la f,oderación. 

S·.;..=;e-ndida que sea la responso.ble, para aplicar 

dichas e~;..:-:. ::tes, consideramos menester, de acuerdo con la. l.1eY 
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Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, que 

sea desaforada la autoridad jurisdiccional, de acuerdo a 19 

prescrito po1• loa articulas 28 y 29 del citado 01•denamiento, 

pat'a lo cual debe mediar el juicio politice del cual hicimos 

referencia cuando tratamos la responsabilidad de lea 

autoridades con fuero, ya que las nutot~ictadee que conocen del 

amparo están contempladas en el articulo 111 constitucional. 

Una vaz eatisfeehoa loa requisitos consistentes en la 

separación y el desafuero de la responsable, quedará sujeta n 

la jurisdicción de loa tribunales competentes, para que, en 

t8rmlnos del articulo 208 de la. Ley de Amparo, en re1Rci6n con 

el 215 del Código Penal, sea castigada por el delito de abuso 

de autoi~idad en términos de este último ordenamiento. 

Por lo anterior. quienes conocen del runparo pueden 

ser aanclonadoa administrativamente con la separación de su 

car.so y el deaafuero, además de las eancionea pene.lee 

consistentea en prisión, multa, destitución e inhabilitación. 

K. KJKCUCION CON1'RA TERCKllOS DK IJUfillA Fl1. 

En '100 apartados anteriores ee ha expuesto el interés 

público que reviste al cumplimient.o d~ laa sentencias de 

emparo; también el rígido procedimiento que el tribunal que 

conoce del juicio debe seguir para hacerlas cumplir; y por lo 
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que toca n las auti)l'idadcs responaahloo mencionamos el alcance 

que tienen la<J ejecutol'i as de eer cuc1pliuna por todaa aquellas 

obligadaa tan to de hacer laa cumplir como de respetar au 

ejecución. Adem.:ia ae consignó que en atención a eeoa 

lineamientos ea '}UC existen sanciones para loa caoos en que laa 

ejecutorias de runpm."o no se cumplan, 13Ul:.•tiéndooe contra las 

autoridades reeponsabllla oblieadE\B por la ejecutoria asi como 

contra las auto1•idades juriodj <:cionales que conozcan del Juicio 

de ga>.."antiaa, que pueden sen•, depcnd!.endo la .t"'eapou::rn.bilidad, 

de nat11rule~a o.<ludniatrél.t.ivn e lnclnso penal. I.o anterior, ein 

!·:;::;.~.r a dud~_IJ, eleva la majeHtad do que esl:án investida.a las 

ejecutorias de .:unparo. 

Por ende puede afirmnree que la ejecución de la 

sentencia de amparo entrn.fia una cueel:.ión <le a0nuridad jurídica., 

ya que por medio de los efectos conetitutivoB de la sentencia 

ea que se logra el respeto y la rostituoión de la garantía del 

e.gro.vio.do por parte de las auto1•idadeo ·responsables. 

En efecto, al obtenel'ce la protección de la juaticia 

federal la esfera juridicn del gobernado ee encuentra 

aalvagua.rdada por nuestro régimen Jurídico, eeto hace que las 

ejecutorias dictadas en amparo sean incluso oponibles a los 

tnterc:::cs o dcrcchc.3 Je t.e.t·ceroa, aun cuando fueren de buena 

E~. Aoi lo sootiene la juriuprudencin. de nuestro Má>~imo 

'fdbunal en la tesis judsprudencial número 737, visible en el 
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Apéndice al Semanario Judicial de la Federación, Segunda Parte, 

Octava Epoca, pagina 1211, que a la letra dice: 

"EJECUCION DE SENTENCIAS DE AHPARO CONTRA 
TERCEROS DE BUENA FE. - Tratándose del 
ctunpl.1111iento de un fallo gua concede la 
protección 0011stitrlcional, n1 aun los teroe1•0B 
que hayan adqul1•ldo de buena fa" derechos qua sa 
lesionen con la eJecuclón del fallo protector, 
plleden entorpecer la ejecución del mismo. " 

De la mi1"ma manera, para gai~antizar la protección que 

impide a tercel'os oponerse o la ejecución de una oentencia de 

amparo que lesione :.:me derechos en la. tesis 736 del Apéndice 

citado, se declara que contra la ejecución de la sentencia no 

es posible promover el juicio de gúrantias: 

"EJECUCION DE SHNTENCIAS DE N!PARO. (AHPARO 
I11PROCEDENTEJ. - De acuerdo con la fl•acclón II del 
az•ticulo 73 de la Ley de Amparo, contra los c_1Ctos 
de eject1clón de sentencias de llinparo es 
imp1•ocedente el j11lcio de garantitJs, aun cuando 
tales actos afecten a terceras personas, que no 
fue1·011 pa,i•tes en la contienda constituclonal. ·· 

Con lo sostenido en la jurisprudencia de la Suprema 

Corte y lo asentado anteriormente, puede e.fil•mar:Je que una vez 

causada la ejecutori& de la sentencia en que ee conceda la 

protección de la Justicic1 federal, el derecho eow;edido al 

quejoso hu de respetarse neceeari!lmente tanto..• por lns 

autoridades Peaponsablee que intervengan de alguna m&nera en la 

ejecución del fallo, como por loa di:;ri:-~hos de terc;-:•r') que ee 

opongan a la ejecución de la sentencia. qu-= amper-A. 
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&'. EJECUCION SUBST l'rtrrA. 

No obstante que la Ley de Amparo y la jurisprudencia 

de la Suprema Corte establecen un aiatema rígido para el cabal 

cumplimiento de laa ojecutorlaa de amparo, actualmente en la 

propia Ley ee contempla que el quejoso puede optar, on lugar de 

loa procedimitmtoa »elatlvoa al cumplimiento forzado de lua 

autoridades a la ejecutoria do amparo asi corno de lao sanciones 

derivadas del incumplimiento que ya anotumoa, por el 

cum~limiento ··substituto" de lo. eentencia, conaiatente en el 

pago de una cantidad por loa daíloa y perjuicios sufridos con la 

violación de garantías, a cargo de la. autoridad responsable. 

En efecto, el último párrafo del articulo 105 de la 

Ley de Amparo prescribe textualmente: 

"Art. 105. - ... 

"lfl quejoao podrá sol Jci t8r <]Ue se dé 
poi• ctm1pl.ida.. ltJ. eJecuto1•ia med.iante el pago de 
los d811oB y los perjuicios que haya sufrido. lfl 
Juez de Dlsti~1 to, oyendo lncldt:intnlmente a llls 
partes inte1·osadae, resolverá lo conducente. En 
caeo de 9L1e p1•oced8, dc.~te1•ml11B1'á la .foi•ma Y 
CUlilltia de la restituc.i6n." 

En el párrafo legnl en comento encontramos el objeto 

del pre:3ente e~t·Jdio, por eon13iderar, Antr~ ot.r11a coe11a, que 

aun cmrndo ofrec•: una al ter-nativa a la sat lefa.cción del quejoao 

ea, por otra. ¡:.arte, contral."'io a loa fines para lo que fue 

creado el juicio de garantías. 
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CAPITULO III 

EL INCIDENTE DE CUMPLIMIENTO 

SUBS'I'ITUTO 

A. OR!Glill r.EGISLA'r!VO. 

Hasta antes de 1980 la Ley de Amparo no contemplaba 

·el incidente de cwnplimiento substituto de las sentencias 

dictadas en los juicios de garantí.as. Encontramos el primer 

antecedente en la decimotercera iniciativa presidencial de 

reformas y aclicionee a la Ley de Amparo de diciembre de 1979, 

la cual pretendia que las autoridades reaponaablea otorgasen 

caución en los juicios de g:.rantiae para restituir al quejoso 

que se concediera el amparo, o bien, si la caución no se 

otorgare, el quejoso pudiera solicitar el pago de loe dafloa Y 

perjuicios en cumplimiento de la sentencia. 

La iniciativa de reforma proponia afectar por una 

parte el articulo 126, que ee encuentra en el capitulo que 

regula acerca de 18 auspenalón del acto reclB.Inado; y por otra, 

adicional' dos t:··irrafos al at>ticulo 106, el cual como establece 

rige en los casos de umparo directo. 



En efecto, la parte conducente de la iniciativa que 

se analiza, proponía textualmente lo siguiente: 

"3o. - Jn a1•ticulo 126 otoz·aa al te1·.:e1·0 
perjudJc.•do 11! posibilidad de otorgar 
contN1fl anza pa1·.=1 que la euspens1ón otoi•t;;a.da a 
favor del quejoso quede sln efecto. Se propone 
que no sólo el l:(.=i1•ce1•0, Bino ta111bién la auto1•.tdad 
r~sponsablo, deJJtro del nilBmo eup1.1eeto, pueda 
otorgar caucló11 bastan ta p .. "lra rost1 tuir las co.ass 
al estado que guardaban autes de la vJolaolón de 
garantías y 1'3lf8.l' los da!los y pe1•Julcios que 
sobrevensan al quejo.~o, en el caso de que ee le 
conceda el DllJparo. E8t,1 medida incluye ol 
propósito de sc..iluclonar nleurws p1·oblem.ls que se 
Pl'c.".:it.!JJt.an con 111ot:1vo do lw ejecución de 
.sentenci<1s, p,1ra lo C!lf.i l Be propone ltt re:[a1~ma 
del ¿11•tiot1lo 106, al que .:.ie adlcio1w11 dos 
p.il'rafos, mediante loa cuales se ti•ata de abrir 
w1 c.J:.11110 f\"!1' .... 1 •:i11e :mil tiples t.3 }•""C11tt11•las de loe 
órg,'2noa Jurisdiccio11ales del Poder .Tudicial 
Fede1•a.l que no han podido :;e1· cumpl ld .... 1s poi• 
diversas cmrsas, lo 1¡ue socava en su base la. 
impv1•tancia del jlliolo de amparo, puedan, a 
petición del quejoso, da!'se por cw11plida13, 
haciendo cfectitra l.:i caución que 1.1- autol'idad 
responsable puede otor[JBr, de él.cuerdo con la 
i•efo1·:i1<J p1·optzesta, dt."'I articulo 126. 

El juez, en lo. vía i11cidc11ta.l, podnf 
cuant: l flc8.r 103 d .. 'lñoa y pt~rjuicioB que l111bleaen 
sobrovenido t1 ].'l quejo.:._•8. con la. ejecución del 
a.oto i•ecléw1~:do. 

A.::dml smo, mm cwrndo no se hub.1. e1·e 
t.1to1•gado lll caueión, ae da la opo1·tvnidad al 
quejoso pü1•a "]ue solicite que la ejecutoria. se dé 
por cumplicfo medilintt.., el paso de los dm1oa y 
perjuicios que baya sufrido y se autoriza al juez 
pat'él. cuantifica1•loa en la \/Íll incidental. 

En l,1 pr·ii.ctica, y a fin de gue 188 
ejec11to1•ltts no perc1B11e;:;cm1 incwnplidt1.::.'l, los 
quejo13os solicitan el cambio de J._r¡ obl 1gaoi6n de 
1Jace1', por ltt ob.l isat~1<1n de da1·~ a cargo de lBB 
autoridades responea.blos. Con le. reforma. Qlle ee 
propone, ce 1·esulal'L:aria L~sle sistema. con el 
cual se ¿¡~fii•ma lB fllel'za logal de la cosa 
Juzgac/8. · 

Las reformas y f1<licionea propu·~:Jtas pot• la iniciativa 

que se estudia, fue~on las siguientes: 
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. "Art. 1:?6. la suspensión otorgada 
conforme el 8rticulo anterior ql/edllrtf ain efecto 
sí el tei•cei•o o le autoi•íd,,d responeeble o BIDboa 
da.n, a su vez, cauciJn bastante para res ti tui.r 
lélB cosas al eatado que gua1•daban antes da la 
violación de aartmtias y pauar loa daflos y 
perJulclos que sobrevengan al que.jaso, en el caso 
do que se le conceda el amparo. 

I a IV ... " 

"A1·t. 11'16. . .. 

CtMndo la autoridad responB.!1ble hubiese 
oto1•aado garantía a11te .Juez de Distrito, en los 
té1·minoa del artículo 126 de esta Ley, podrá el 
quejoso eollcl tal' que se de por cumplida la 
ejecuto1•ia, mediante pago, con cargo a la caucidn 
oto1•g .. 'lda, el Juez de Di ,tz•l to cuantific .. u'á 
incidentalmente las daños y perjuicioa que 
hubiesen sobrevt7nldo al quejoso con la ejecución 
del acto reclamado. 

Cuando la autot•ided no htzbif':...re otor,t,~ddo 
caución, el '1.llf"Joso podra: también Bolici ta1• que 
se de por cumplida la e.iecuto1•ia, mediante el 
pago de los d,·•f!Ios y pe1•julcios que b.sya suf1•ido. 
El Juez de Distrl to, oyendo incldentD.lmente a las 
p8.1•tee lntereaadaB, re.solve1'.3 lo conducente y, si 
procede, la fol'ma y cwm tia de la restitución, 
seiIBlm1do un _ola:;o fi1J."il r-s1•a el dt'bido 
acat .. 1miento de 1,1 eJecuto1•la. · 

Sin embargo la inlciativa del Ejecutlvo fue 

reaquebrajuda en el Senado al niodiflcarse './ luego suprimil•ee la 

reforn1a pc.1~ la cual se pretendía aplic~r la mecánica de 

contragr.irantías del incidente de euspeneión al permitirse 

únicamente el cause de lo. · p1~opuesta eó:~ en el capitulo 

relativo a la ejecución de V1s cGntenci&s. 

En efecto, al presentarse lo. ini~iativa al Senod•o de 

la República, laa Comisiones Unid«S de Ju2ticia, Primero y de 
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~~ai:.•Jdios L0glslativoa. Tercera a esa Honorable Asa.mblua, 

d11cidieron en la Primera Lectura de 22 de diciembre de 1979 

modificar la redacción al articulo 126 para agregar la Palabra 

"reclamada" a la violación de garantiae, ya que según 

explicaban: la auto1•1dad responmible no puede aceptar Jiaber 

cometido esa violacJón¡ dejando la redacción del o.x-ticulo en 

comento de la siguiente manera: 

"Art. 126. La euapensión otor¡¡ada 
conforme al articulo anterior, quedará sin efecto 
ai el tercero o la autoridad reaponeablo o ambos 
dan. a eu vez, caución bastante para restituir 
las cosas al estado que guardaban antee de la 
violación de garantius "reclamada" y pagar loe 
d3ños y por juicios que uobrevengan al quejoso. en 
el caso de que se le conceda el amparo." 

Poeteriormente, en la Segunda IJectura, efectuada el 

26 de diciembre de 1979, e nombre de las Comisiones, solicitó e 

hizo uso de la palabra el Senador lluquerio Guerrero, a fin de 

proponer la supresión de la modificación al articulo 126, con 

objeto de no reformarlo, a fin de mantener intacto el texto de 

eoe articulo. De la misma manera p1•opuoo suprimir el penúltimo 

párrafo de la adición al articulo 106 y dejar lea primeras 

palab1•as del restante con la siguiente redacción: 

"El gueJoso podrá aolloltar g¡¡e oe dé por 

CllDIPlida ••• " 

La propueota del Senador Guerrero se puso a discusión 

y, no habiéndola se procedió a recoger la votación nominal, 
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resultando aprobada par unanimidad de cincuenta y ocho votas, 

pasando de c2ta <n<mera a la Cámara de Diputadoe para loa 

- efeotoa de discusión y aprobación; aiendo aprobada finalmente 

ain madificncionea la propuesta del Senado y publicada en el 

Diario Oficial la Fedoraoión de lunea 7 de enero de 1980, 

adicionándoae por tanto aóla un última párrafo al articulo 106, 

de la siguiente forma: 

"Ai•t. 106 • ..• 

El que,Jaao podrá aolicltar ae dtJ Por 
cumplida la Ejecutor1'• mediante el pago de los 
daifos y perjulcios que haya aufrido, el Juez de 
Distrito oyendo lncld<>ntalmente " las pal'tea 
i.ntereeadas, i•esolverá lo conducente y, si 
p1•ocede, la forma y cuan tia de la res tí tución, 
señalando un plazo final paNl el debido 
acatamiento de la EJecutOl'ÍlL · 

Alfonso Norieea señaló que la publicación de la 

adición al articulo 106 fue motivo de enconadas pol&micaa entre 

los juristas. Al respecto apuntó que el articulo 106 regula la 

ejecución de laa sentencias en los casos de competencia de la 

Suprema Corte en única instancia o del Tribunal Colegiado de 

Ciroui to en ampara directa, y que le. e.dición l'e¡¡ularia la 

injerencia del juez de Distrito pera la tramitación del 

incidente de daños y perjuicios substituto de la sentencia, el 

cual se tramitaria de acuerdo con la ley supletoria, en 

términos del diapoeitlva del articulo adicionado. 

Para el tratadista la reforma fue ambigua, ye que en 

la interpretación no oe podía precisar ai el derecho concedido 
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al i¡uejoso en e2. e~·nti\1o de solicitar se tuviet•e- por cumplida 

la ejecutoria me:iinnte el pago de loa daños y perjuicios 

causados debla :-ipl lcuroe para todoa loa casos de ejecución de 

la aontancia '-' bien únicamf..nte cuando la autoridad reeponsable 

no cumpliese la ejecutoria, por imposibilidad física o simple y 

soncillamente por resistencia al cumplimiento. 

De igual mnnera precisó que la situación que 

provocaba la reforma era irregular, yn que eatablecia un 

sistema opcional entre el cumplimiento de 111 ejecutoria y la 

t·eparación mediante el pago de daíl:oa y perjuicios para dar por 

ctunplida la sentencia, indicando para ello que las sentencias 

de amparo por su propia naturalez,:i rcGttelven sobre una 

violación a la ley fundélmontal cuyo objeto ea reponer al 

quejoso en el goce de ln garantía violada, restableciendo la 

vigencia de la Constitución y de las ¡¡arantiao individuales. 

Refirió que en el amparo no ae ventilan inteL'eeea económicos 

por lo que es incensato dfrimirlos en un juicio de defenaa de 

lne garantías indiviclw,lee y de la pureza ele la Constitución. 

De igual manera, manifestó que la institución de amparo no debe 

hacerse servir como reparadora de dal1oa y perjuicioo 

económicos, y que la Constitución no puede repararse con 

dinero, por lo -;¡uc al juez de Distrito no debe confel'irsele 

facultad para liquidur d;.1ñoa y perjuicios cauaadoe al quejoso, 

mucho men•ic para sentenciar el paso de los mismoe y ejecutar a 

l~ autoridad que no hace el pago de los dafloa y perjuicios 

condenados. 
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Finalmente intet•pretó la reforma mencionando que 

mediante ella s" ha querido crear un caeo de verdadel'a 

responsabilidad objetiva a carso de lae autoridad~a del Estado, 

salvando con las actuaciones el requisito principal de 

comprobar previamente el elemento culpa, esencial lógica y 

juridicrunente para que pueda producirse la obligaoión de pagar 

dafioa y perjuicios (71). 

Posteriormonte el último pát'rafo del articulo 106 fue 

trasladado a la parte final del articulo 105, en virtud de que 

una nueva administración del Ejecutivo, presidida entonces por 

el licenciado 11lguel De la Madrid Hurtado, acogiendo lae 

cr'iticaa de loa tratadistas derivadas de la Consulta Naclo1Jal 

sob1•e Admlnist1•aci6n de Juat.icls, consideró la conveniencia que 

tal dispositivo deberla regir en loa amparos indirectos; además 

ae aBa.dió el recurso de queja para impugnar laa reaolucionea 

del juez de Distrito en esoe incidentes. 

La iniciativa de reformas p1~eeenta.da. par eaa 

administración el 18 de noviembre de 1983, asentaba en la parte 

conducente lo siguiente: 

"IV. - Las modiflcaciomJs en materia de 
recuz•saB pueden sintet.iza.rBe como s.igue: 

8) ... 

(71) Alfonso Noriega. El_Juiclo de Ampa:co. vid. Obre Jurídica 
tlexiJ::ana. Procurad<tria General de la Re¡;(¡blica. Vol. 2. Segunda edición. 
México, 1087. pp. 1781 a 1785. 
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b) Se agi·enan das supuostos de 
procedemcia del recm•so da queja a los 
conslsnados en el .;ctual efl'ticula 95, ol primero 
de las cualüs regulado por la nueva fra.cclón X, 
establece ld tmpugnacldJJ e11 contra de 1 ... ris 
resoluciones que se pl'onunc!en en el lnoldente 
sobre fijación do ds1Joa y pe1•Juic10B an 
sustitución del cumplimiento de la sente1Joia 
1n·otectora. 

Al resp1."'!cto debe hacerse la .:wlaraclón 
de que esta facul tsd de los Jueces de Dfotl'l to de 
se11alar el UJOlltO de los daflos y perjulclos cua1Jdo 
el lnte1•esado lo 8ollc!te para. dar por cumplida 
una sentencia de .:unparo cuya ejecución no Be ha 
logrado, fue int1·oducld1.J. por eJ•1•or on el art.Cculo 
106 de la Ley de Amparo en las refol'mas 
publicadl!s el 7 de enero de 19811, no obstaJJta que 
dicho precepto .se l'efiefi~ al cwnpl lm.iento de lc1S 

se11tencias diotad~"ls en el 'lmparo de una sola 
i11st.:mcia., y poi• 0ste motivo aho1•a ee p.ropone <;Jtie 
la disposición relativa ae si t:zíc cai-1·acté1me11te t.•n 
el dlvei·so articulo 105, auc 1·efJUl.s 18 ejecución 
da Jos fallos p1•011w1clndoB e11 runp.!U'O de doble 
insta.nci<l, •]ue son los iinlccs <iue a.u'.uiten dicha 
st1:Jtit11aión en el cumplimiento, opttindose por el 
paso de dli11oB y perjuicios, y por tllnto, se 
sup1•_fma 18 parta relativa del L"II'ticulo 100 en 
vigor; ... " 

La iniciativa en comento fue aprobada, mas cabe 

deataca.t• que en su presentación fue sup1•lmida la parte final 

del párrafo t;-osladndo, por la cual el Juez de Dietd to 

eeíl.alaba un pltJ.zo flna.l p .... 11'8. el debl.do 8Cl!ttw1lento de la 

ejecutarla, par~ dejarla como sigue: 

"A1•t. 105 ... 

El qui:.-jc· .. -!c pndl'tf solicitar que Be'! dé 
por L"'llmplidiJ la e:fc..;cutai•ia medilmte el pago de 
Jcs daños .v .¡:erLiuicio~~ que Jwya sufrido. El Juez 
de Dist1•lto~ vyendo incidentalmente a las p,_•u•tes 
interesa.de.a, rasolve1•t.""f la co11ciucente. Kn caso de 
que p1·ocedB., dete-rmin.11•.:i la forma. J' c•uantia de la 
restitución." 
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Publicada la reforma, el Ministro folipe López 

Contreras comentó que la tz·aslación del último párrafo del 

articulo 106 al 105 de la Ley de Amparo fue acertada, por 

considerar que la deeubicación del precepto era evidente, en 

virtud de que sólo en el amparo indirecto ea donde puede operar 

el cumplimiento substituto (72). 

De igual manera, José Luis Caballero Cárdenas, indicó. 

que mediante esa operación legislativa se corrigió la errónea 

ubicación de la norma en la Ley de Amparo, yo. que únicrunente 

loa fallos de Bmparo indirecto son susceptibles de sub3titución 

en el cumplimiento ( 73). 

A diferencia de loe anteriores juristas, el Doctor 

Ignacio Dut~goa considera que el incidente de darías y perjuicios 

substituto de le sentencia de amparo "despoja B ltJs sentencúts 

conatltucion.!1.les de todo interés público y social y hace 

nugatorias lii::r obligaciones judiciales y del Ni11iste1•io Ptihli.:o 

Fed~1ra.l p1•evistas en el lll'ticu.lo 113', ya que en virtud de loe 

intereses personales del quejoso se lesiona la indole pública y 

eocinl <lel juicio J~ amparo. Indica además que la reforma no es 

de:Jaccrtndn en loe casos en que los e.ctoe reclamndoa se hfaYún 

consumado iPrep.:1rablen·1lmte, o ::iea, que de:,:;de el punto de vi3::a 



r:1a1..eri.al exista impusibilid:i.d física t..ie restituil' al quejoso 

por ol acto que fue amparado en el fallo; considerando para 

ello el caeo en que se negara la suspensión al quejoao durante 

la tramitación del juicio éstos ee hubiesen conaumado de manera 

irreparable, por lo que al concederse el amparo la ejecución no 

aeria posible, por tanto, en este caso pudierl\ adm1tirao la 

posibilidad de transformar la ohliBación ds hacer por la de 

dar, en virtud de compenear al quejoso por los daflos y 

perjuicios sufridos por causa de que el tribunal de amparo 

negara en su momonto la nuapcnaión (74). 

Finalmente, para Efrain Polo l3ernal, el incidente de 

daños y perjuicioa tiubstituto de la oentcncia de e.mparo, creado 

en la. refot'ma en comento, ea una figura inconstitucional, al 

estimar que: " ... el a1·t.iculo 107 const: i tnclonal no con.siente 

que los fa.llos de la JustlclB fedo1·sl puedan ser materia de 

componendas, en menoscabo evidente de la potestad de lBB 

ejeC'uto1•llls quo ,:implll'8n y p1•otegen al quejoso, y con 

menosprecio de la Slll'~1ntiB viola.da., cuya t..1e11te11cia 01•dena le 

aea rest:i tuid.!t, volvl1.~ndo las casas al estado que tenían tintes 

de le. viol8.oión l'c~clama.de. en el amparo ..• · (75). 

l74l Iwacio Burcoa. liLJJ.J..icill...de_bro=. Ob. c.i.t. p. 572. 
75 Efrain Polo E-Orna!. UlJLJru:identee en eLJuicl<L.d!L.Amwro. 

Editor al Llmusa, S.A. de C.V. tléxico, 1993. p. 151. 
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B. JUS'fl~'ICACION. 

La Ley de Amparo establece el imperativo politice y 

social de no archivar ningún uounto · hasta que ee encuentre 

debidamente concluido, según lo prescrito en el articulo 113, 

que al efecto ee transcribe: 

"Art. 113. No podrá archivarse ningún 
Juicio de dmpa1•0 sin que quede enteramente 
cumplida la sentencia en que se haya concedido al 
es1·aviado la protección constitucional, o 
apareciere que ya no hay mate.ria pa1•a ls 
ejecución. El Hinisterio Publico cuidará del 
cumplimiento de esta disposición." 

En lo previsto por éste articulo encontramos las 

causas que llevaron a los reformadoree de ln Ley de Ampere a la 

concepción del incidente que ee estudia, en virtud a las 

consideraciones siguientes: 

En la iniciativa de reform<1a de 1979 ae expuso el 

hecho de que un gran número de juicios de ampo.ro no han logrado 

archivarse porque sus ejecutorias no han podido ser cump~idae, 

de ahi que la reforma pretendió preciaruncnte que, traneformendo 

la obligación de las autoridades responsables el quejoso diera 

por cumplida la sentencia pare de eeta manera pudiera. tene:rae 

el juicio por concluido, y por ende ecr archivado. 

Aun cuando fue traeladado el diepoeitivo de loe 

amparos directo" a loe indirectos en la reforma de 1984, el 

eapiritu que dio origen al incidente se mantiene vigente, por 

76 



consiguiente los fines que le originaron no se han vista en 

ninguna medida alterados. 

·En ofecto, aunque la iniciativa de reforma de 1983 

sólo haga referencia a la razón de aer de eate incidente, loa 

motivos fueron expueatoe en la anterior de 197íl, y permanecen 

de tal forma que la Suprema Corte de Justicia de la Na~~un, en 

su Hanual del Juicio de Amparo, al tratar ~obre este incidente 

de ejecución substituta, reconoce lo siguiente: 

"Hay casos en que, por dlverBBB 
circunstancias, i•esul ta extremadl1111ente d.lfícll, a 
veces caaj imposible, lograr la ejecución o 
aumpllmentaa16n de la aentencia de amparo. En 
materia agraria es, tal vez, en donde ae preaentB 
con niayor f1•ecuc:mo.la tal d.lflcul tad, 
pa1•ticula1·mente cuando la ejecución se traduce en 
expulsar de dete1•minadas tierras a un 11rupo de 
Cl1111pesinos dlspueatos a oponer resistencia~ De 
agui que la aolución que permite el az•ticulo 105 
en au último párrafo, inati tvida po1• Decreto de 
-10 de diciembreo de 1983, p¡¡bJicado <>n el "Diario 
Vt"icial ." de 16 de enero de 188·1 y que t;JJt.l'O en 
vigor B los sesenta día.s de dicha publicación, 
hllya venido a solucionar aquelloB p1•obleDJB.B y B 
facilitar la ejecución de z•eferencia." (76). 

La fórmula alternl:l.tiva "en favor del quejoao" por la 

cual puede condenarae a la autoridad r-:eponsuble al pago de 

da!'ioe y perjuicioe en lugar de la ejecu·oión material de la 

sentencia, eetimamoa, no fue otorgada de munera graciosa, aino 

que al exietil" el problema de la inejecuci6n de laa sentencias 

es que i3e ha t.enido que buscar una V~!'t iente por la cual se 

(76) Manual del Jllicl!L<ifLAml1iim. Qb. cll. p. 165. 
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juatifique el cumplimiento de la Ley de Ampara, aunque ella 

implique el detrimento del objeta para la que sell.alamae, fue 

creada esta instit.ución jurídica. Por lo que puede afirmarse 

que la institución que se eotudia tiene ou origen precisamente 

en la e.ltuación por la cual loa tribunales no procuran a no 

pueden procurar el debido cumplimiento de las ejecutorias de 

los juicios de garantías. 

Con respecto al cumplimiento de loa fallas en la 

práctica judicial dictadoa en loe juicios de amparo, Joaquín 

Ortega Arenas manifiesta que existe un gran número de 

incidentes de inejecución de sentencias tramitados anta la 

Suprema Corte de Justicia que na han podido ser resueltos. 

Dicho jurista afirma que se recrudece el viacrucis del quejoso 

cuando obtiene una sentencia que lo ampnra frente a loa actos 

de la adminiatración al intentar la ejecución de loe efectos 

del fallo, ya que las üutoridades responsables tendrán aiempre 

el pretexto de la actuación tendiente al cumplimiento. Menciona 

gue las autoridades responsables no son sancionadas por eu 

responsabilidad al incumplir lna ejecutorias en loa términos 

fijados por la Ley de Ampóro, ya que laa denuncie.e fot'mUlúdb.e 

en su contra aon tramito.das por un simple requerlmlcnto par-a 

que informen cómo han cumplido la eentencia, el cual puede 

repetirse "cien veces" hti.sta agotar al quejoso para que opte no 

seguir el cumplimiento de la sentencia ·~ue lo nmpar& ( 77). 

(77) Joaquín Ortega Arenas. E.L.Jujcio de Aro¡'f1ro Mito y -.Rcal.idrul. 
EUi~orial Claridad, S.A. de C.V. México, 1990. p. 84. 
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Cabe reiterar que laa a.firmaclones de Ortega Arenas 

ae sustentan en la práctica judicia.l, en donde para confirmar 

lo gtie el tr-atadieta arguye, e.ncont1~amoa en loa diferentes 

Ju~gadoa da Distrito en el Distrí to Federal, gue ee de la 

manera que el jurista menciona como se da tratamiento a la 

inejecución de las sentencias de e.mparo. 

Rn efecto, de un estudio de campo roalizado por loa 

tribunales a que nea hemoa referido noe percatamos que en la 

tramitación del incidente que decide sobre el incumplimiento y 

la responsabilidad de lae autoridades reoponaablee en términos 

de la fracción XVI del articulo 107 constitucional, la Suprema 

Corte a fin de no proveer sobre el particular ordena se 

requiera en múltiples ocasiones el cumplimiento a Lravés del 

juzgado que conoce del asunto, luego que ocurre, el jttzaa.do 

ordenu lógicamente a su vez oe dé vista con loa informes de las 

reeponaablea o de loa superiores de 6otne a las partee y ello 

se remite de nueva cue:nta. a la Su:Jretna Cor-t~, la cual retarda 

dicho procedimiento continuando el miemo circulo vicioso por 

cualquier causa, sea que las uutoridadea hagan cualquier 

manifestación acerca. de los fact0(1 ·1ue tiendan al cumplimiento, 

cea para dar vista a loa quej(looa con l0e inforir,ea de los 

superiorea de la.o rcaponea.blee o de l&e mittrnac rt::sJ;.>onea.blee, 

eee incluso que la Suprema Co1•te adviePta el ce.rabio de loe 

:uncionarios en lns autoi-idadea reeponEH1blca y oe ordene nuevo 

r-equerimiento a éotos, etc.; en tanto pueden or.urrir, como 

sucede, diversas situaciones corno el que laa autoridadeo 

n~ UE8E 
ill~L19TfCA 
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cUlllplan, o bien se dé alguna clase de arreglo para dar por 

perteccionado el cumplimiento y dejar loe incidentes que 

tramita la Cot'tc sin materia, o surja lo mas grave: que el 

quejoso abandone el asunto. 

Por último, aunado al problema que trae consigo el 

abuso de la figura del requerimiento se encuentra el de la 

ejecución de las sentencies. Ya mencionamos que 111 ejecución 

forzada de las ejecutorias de runpa1•0 corresponde al tribunal 

conotitucional, y al efecto encontrrunoe que por lo que hnce a 

los juzgados de Distrito, que éstos no llevan la ejecución de 

lae sentencias conforme lo ordenado en el articulo 111 de la 

Ley de Amparo sino que, como ya explicamos, en realidad 

requieren infinitamente a las autoridades conforme al 105 de la 

propia Ley hasta quo el quejoso agotado por el incumplimiento 

de la responsable promueve actualmente en algunos casos el 

incidente respectivo. 

Lo asentado anteriormente, aunado a la. figura del 

requerimiento y la vista a la.a partea, son loa factores reales 

que consideramos son causantes de la inejecución d~ lúe 

sentencia.a y, verbigracia, lo fueron de la reforma que se 

estudia, ya que en combinación son loe problemas de l& práctica 

Judicial r.elativos al incumplimiento de las ejecutorias que 

explican la inserción de la figura del cumplimiento eubstituto 

en la Ley de Amparo. 
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C. NJ\TURAl.llU .llTJlTnTr.A _ 

En el primer apal'tado de este capitulo anotwnoe el 

comenta1•io de Alfonso t!oriega, el cual i•c3pecto de la 

institución que so estudia consideró en sue comentarios sobre 

la reforu1a de la Ley de Amparo de 1980, que en virtud de ella 

ae ha querido plantear an caso de rcsponoabilidad objetiva a 

cargo de las auto1•idades contra las 'lUe se conceda el A.mpo.1•0. 

En efecto, el dietin¡¡uidc trntadieta describe de ,,lguna manera 

el oentido Jurídico de la inat.ttución crcu.da. por la t·eforr.ia, y 

al hacerlo intenta i·evelar la natui•aleza jurídica de la 

pretensión irunet•sa en el incidente substituto de la ucntencia 

de amparo. 

Sin embargo, Ja reópontmbilidad a que alude el Doctor 

Noriega no ~::. del ~-: ~".' acertada, ya que en real ldad la 

responsabilidad objetiva tlcne origen en la to,oria del rleeso 

creado, y se impone a quien crea un riesgo por el uso de cosas 

u objetos peligrosoa si r .. or cae uco co.usa daíl.o a otro (78). 

Explicando el concepto reBponsabilidad Hans Kelsen 

e:·:ponc ·;i,ue ~.:;tc:i. ee iinpor.e al individuo que de acuct'dú al orden 

Juridico es oui::,c·e.pt.ible .:.le eer ocJnoionado por el incumplimiento 

de un deber· juri.dico. M~nciona que esta. obligación puede 

dldgirae nl infractor :\el deber jurídico o contra indi'riduos -
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juridicomente relacionados con él, relación que el orden 

juridico determina (79). 

En eae orden de ideas Rolando Tamayo y Salmarán 

indica que la responsabilidad es una obligación de segundo 

grado, ya que ésta eefiala quién debe reapender del cumplimiento 

o incumplln1iento de la obligación debida (80). 

Por au parte, Ignacio Gal indo Garfiaa conoidera que 

la responeabilidad "es la consecuencla del debe1• jurídico de no 

da1iar a nadie". Señala el juriaconoulto que la responsabilidad 

civil requier~ la concurrencia de trea elementos: 

l. Un hecho ilícito. 

2. La existencia de un daño. 

3. Un nexo cauel\l ent1•e el hecho y el dafio. 

Menciona el tratadista que el concepto de acto 

ilícito significa que se ha realizado una conducta dolosa o 

culposa, de ahi que para que p1~oceda la reparación del dR.f\o se 

requiere la comprobación de esta conducta. 

De la misma manera indlca que : "La reparación del 

daño consiste en la obligación de l'estituir o en la de 

79. 
(79) Hans Kelsen. TuocilLJJ::n~ml-dc.L..Dcrecho y del Retado. QL. cit. p. 

(83) Rolando Tru;iayo '/ Salmarán. l\eJ¡=llilbilidrul· vid. llil::.cillnacio 
Jur.id1=lfux.1Cil.llil. To:no VIII. Qb. cit. p. 44. 
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restablecer la estimación anterior, y cuando ella no soa 

posible, en el resarcimiento en dinero por el equivalente del 

menoscabo del daílo patrimonial causado, en la indemnización de 

loe perjuicios y en el pago de loa ¡¡aatoe judiciales." (!ll). 

Por por lo que hace a la cuantia del daílo 

patrimonial, <iatablece que éata eerá determinada por el juez, 

baatando para ollo el valor dol menoscabo causado por la 

conducta daíloea (82). 

Por otra parte, al referiree a la obligación de lne 

personas morales en el ámbito del derecho civil, menciona que 

ésta.a responden diroctamente por los dr:ñoe que cauecn eue 

representantes en el ejercicio de sus funciones. Y por lo que 

se l:'eíiet:"e al Este.do, éste tiene a61o una obl1go.ción 

aubaldiaria de roopondor do lc.9 dafios ca.usado.a por sua 

funcionarica o empleados en el ejct'clcio de nue funclonea~ 

Indica que lri. acción solamente procederá contra el Eütado 

cunndo ~l funcionario o empleado directamente rcopeoncable, no 

t.enge. bienes o éetoe sean insuficicntea para reoponder por el 

<laño caueado (83). 

D~ lo anteriormente expueeto por Galindo G"lrfiae 

puede e.firmarse respecto e la peeteneión incidental consisimda 



en la institución que se estudia, que le corresponde la 

naturaleza juridica de i•eaponeabilidad civil, a cargo del 

Estado, de responder de la conducta culposa de las autoridades 

reeponoablee que incumplen al deber jurídico consignado en la 

sentencia que ampara. 

Por otra parte, debemos atender el carácter procesal 

y loa alcances que como tal tiene le institución juridica que 

ea analiza, en virtud de que la Ley de Amparo le otorga el 

carácter procesal-adjetivo de ser incidente. 

La definición legal de eata figura procesal se 

encuentra en el articulo 1349 del Código de Comercio, el cual 

define a los incidente a ~orno "cuestiones que se promueven en un 

Juicio y tienen i·elaclón lnmedlatl1 con el negocio principal." 

En términos del código citado, e et os incidentes pueden o no 

tener obstáculo a la prooecución del juicio. 

En el mioma orden de ideas Ignacio Burgoa oeffala que 

el incidente ea toda cuestión de carácter contencioso que surge 

dentro de un juicio y tiene con éste una relación estrecha o 

inmediata (84 l. 

Por au parte Becerra Bautista indica que la 

naturaleza jurídica de los incidentes puede definirse en forma 

(64) Ignacio Burgoa. 81 J11lclo de Arnpru:¡¡. Ob. ill. p. 346. 
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expresa en la lay, por lo que eataa cuestiones pueden nominarse 

" simplemente dejarse delineada esta calidad en laa normas 

procesales (85). 

De igual manera menciona que la resolución en loe 

incidentes sirve para llevar el proceso a su fin normal, mas 

puede ocurrir que de igual forma se tramiten en la via 

incidental otros problemae relacionados con el proceso durante 

eu preparación y desarrollo (86). 

Expone que la actividad jurisdiccional ae extiende 

hasta satiafa.cer pl'enamentc a quien obtiene sentencia 

íavorable, por tanto loa incidentes aon po~lbles aun en 

ejecución de oeutencia para hacer poolble la aplicación 

correcta de la.a normas proceaalea. Por lo gue ae admite la 

tramitnción de incidentes para re¡¡ular liquidación de 

sentencias y gastos y costas (87). 

José Chiovenda poi• au parte, explica que la i•elación 

objetiva de las partee en el proceso puede tranaformal:'Be Por 

tranefo1•maci6n de la cosa debida o la deoaparioión de la miema, 

lo cual provoca que lú controverain ae :reduzca, continuundo 

aólo para la decisión que hagn el juez de loe daíloe y perjui-

(85) José Becerro Bautieta. ELPLOl:Cllo.J:lYil..cn.J1étlcll. Sexta edición. 
Editorial Porrúa, S.A. Héxico, 197"1. p. 266. 

(86) José Becerra fiautlst•. !n~. vid. Dkclnnaclo-..Jur.idi!!a 
tlexk!lno. Tomo V. !lb. dt. p. 66. 

(87) ldem. 
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de la pérdida de la cosa debida (66). 

En loe casos de incidentes en ejecución de sentencia 

la interlocutoria debo pronunciarse al final del trámite (89). 

En estos casos ae resuelve de manera incidental el cumplimiento 

que no pueda sor observado en el juicio. 

De lo asentado anteriormente podemos concluir que la 

naturaleza juridico-praceeal del incidente coneignado en el 

último pál'rafo del at•ticulo 105 de la Ley de Amparo ea la 

siguiente: 

Ea un incidente, ya que la cuestión que se plantea 

tiene relación inmediata con la protección coneignada en la 

sentencia que nmpara, la cual se resuelve en la controversia 

principal, lo que denota el carácter adjetivo de la institución 

que ae estudia; el cual oe encuentra nominado en forma expresa 

en la ley, y eu objeto y alcance están definidos en el último 

párrafo del articulo 105 de la Ley de Amparo. 

La naturaleza juridica derivada de la pretensión 

incidental eo de reoponsabilidad civil, como ya ae expuso. 

(BB) José Chiavenda. l'clnc:UlioL<le..Jlerecho Proceael Clvl l. Tomo 11. 
Traducción espailola de la tercera edición italiana por Joaé Caaaia Y 
Santaló. In2tituto Editorial Rcua. Madrid, 1977. p. 394. 

(89) Joaé Becerra Bautiata. lncl.df:nt.a. vid. Diccionario ·lncidi<:Q 
&J<ic!lllQ. Tomo V. Qb. cit. p. 66. 
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Por último cabe destacar 'lUe la institución que '"' 

estudia es un incidente en ejecución de sentencia, cuyo objeto 

es terminar el Procedimiento en forma incidental, substituyendo 

la obligación primaria de las autoridades responsables da 

acatar loa resolutivoa de la sentencia por la responsabilidad 

civil subsidiaria a cargo del Estado, transformando el objeto 

de la pretensión en la indemnización consiatente en el pago da 

dalles y perjuicios. 

D. TRAMITACION. 

Importa al objeto del presente estudio el marco 

juridico aplicable al cumplimiento substituto de la sentencia 

de amparo. 

Anteriormente explicamos que la institución que ae 

analiza tiene el carácter de aer un incidente en ejecución de 

sentencia, pOl' medio del cual al transformarse la relación 

juridica de las partes el juicio se reduce a la estimación que 

haga el juzgador respecto de loe dallas y perjuicios Cltusados. 

Poster!or!!'.ente ún1..1.lizo.remos como la ncción lncidental 

y la frise imri 1Janettiva de et3ta ineti tución están c.ontempladaa en 

la Le:y de Amparo y por lo que ha.ce al pr-ocedimicnto debe ree!l· 

lo previsto para los lncidentee del Código Federal de 

Proc~dimientos Civiles .. :iplic.:i.do de muueca supletoria. 
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1. ACCION INCIDENTAL. 

En este orden de ideas se hace destacar que el 

ejercicio de la acción incidental lo encontramos en el cuarto 

párrafo del artículo 105 de la Ley de Amparo, al sef\alar la 

norma facultativa do dicho precepto: 

"El quejoso podrá aolicitar que se dé 
po1• cWI!J'l1da la ejecutoria mediante el pago de 
loa daños y perJulcioa que haya sufrido. El Juez 
de Distl'lto, oyendo incidentalmente a las partea 
i11te1•esadas, l'esolverá lo conducente. En caso de 
que proceda, detei•mlnarB la fol'mB y cuantía de la 
restitución. " 

Por esta norma se concede al quejoao la facultad de 

optar por el cumplimiento substituto de la sentencia da amparo, 

por lo que puede hacer uso de este derecho en la via incidental 

a fin de traducir el cumplimiento de la sentencia en el pago de 

daños y perjuicios causados. Al respecto cabe reproducir lo 

asentado en au momento por Alfonso Noriega, el cual destacó que 

la norma no precisa las condicionee para hacer uao de esta 

facultad, por lo que puede intentarse sin agotar previamente el 

procedimiento relativo al cumplimiento y ejecución de la 

sentencia que ampara (90). 

El mismo párrafo se~ala que la determinación de 

procedencia del incidente en estudio corresponde al juez de 

Dietri to, ya que exruninará diecrecion&lmente la procedencia. Y 

(90) SJ.¡¡,ra. p. 70. 
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determinará por esta vía la cuantifica~ión de la indemnización 

correspondiente. 

Por lo que hace a loe daños y perjuioioe 1 eatimamos 

que han de considerarse tomando en cuenta lo diapueato en loa 

artículos 2108 y 2109 dal Código Civil. 

La acción indcmnizatoria en términos del Código 

citado ee encuentra en el articulo 1915, el cual establece la 

garantfo del pago de los daños y perjuicica a elección del 

ofendido, de la cual puede deopccnderse la reparación moral. en 

términos del a1•ticulo 1916 del citado ordenamiento, ai al Juez 

lo considera prudente. dentro de su amplia facultad de proveer 

al respecto. 

Par lo que ac refiere al término de interpoalción de 

éste incidente coneidernmoe puede interponerse en cualquier 

tiempo 1 luego que la sent(::n.cia haya cauaado ejecutoria; ya que 

•"' l derecho concedido por la Ley de Amparo al quejoso ea 

impreacriptible, porque al foi·m&r parte dcl c&p!tulo reletivo o. 

la. ejecución de J.1.s sen toneles de amparo se rige por lna not•mas 

aplicables, luego entonc~s eE.>t'i f:1Cci6n inci':!e:"!tal ee encuentra. 

sal~:~au:1rdada ror ol articulo 113 de la r..-:::: de la Materia, 

anterl<Jrmentc t.r.:rnncrlt.o, en lo que ae ref~~:re 11 qua no podré. 

.-1rchtvurse el a~unto lH.1::;:ta cumplil'se 13 sen-:·::·.:io. (en e:;;\tO caso 

in'":ii..lental). 
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Conviene seilalar que el párrafo del articulo 

estudiado no precisa que el derecho que tiene el quejoeo de 

eolicitar la ejecución de la sentencia de amparo sea 

renunciable, por lo que conaidernmoa el asraviado puede 

reintentar la ejecución de la sentencia conetitucional en sus 

términos. 

2. PROCIIDIMillNTO. 

Respecto del procedimiento relativo al incidente, 

reviete importancia precisar que el articulo 35 de la Ley de 

Amparo no contempla la tramitación de la acción que se estudia, 

ya que sólo hace referencia a los incidentes de previo y 

especial pronunciamiento, al incidente de reposición de autos, 

y por lo que hace a loe incidentes innominados, menciona que 

éetoe ee fallarán JuntBJDente con el runparo, salvo lo que 

diepone la Ley tratándose del incidente de "uspensión. 

Por lo anterior, advertimos qt\e la tre.mi tElción 

incidental ccrt·t-~:;iondiente es la autorizada de forma supletoria 

por el articu2.o 2º de la Ley de Jl..mpero, aplicando el Tit'Jlo 

Segi.mdl1 dL'l L1li1·0 Segundo del Código Fedei-al de Procedimir:ntoa 

Civiles, el CUlt~ como ver')mos admite a su vez, con relat:>ión a 

1~1s pnwb.:i.t~, el Capitulo V d~l Tituli:i Primero del último 

ordenomiento en cita; tramitándcse entonces conforme al 

ar~ículo 360 del cAdigo citado, de la manera siguiente: 
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Una vez que el quejoso promueva el incidente, el juez 

de Distrito correrá traslado a las partea por el término de 

tres dias. 

En caso da estimarse la necesidad sobre la 

presentación de prueba alguna o éata es promovida, ae abrirá un 

periodo probatorio de diez diae. 

Si no se promueven pruebao ni ae consideran 

necesarias, una vez que transcurre el término da tres diae, ae 

hará citación en igual término de diae para que se verifique la 

audiencia de alega.toe, la cual sa llevará a cabo concurrnn o no 

las partes. 

Rc>alizuda la faoe de alegatos, dentro de loe cinco 

di.;,._ ~- 0 ..:..i~ntes ae dictará la resolución, en la cual, de 

acuerdo al artículo 362, también ee hará la declaración sobre 

laa costas correaponrlientes al incidente. 

P:..r lo que hace al ofrecimiento de l8B pruebas 

pericial y t-.:et.imonial, éet.:ia ee deben ofrecer dentro de loa 

.primeros tres dias del ycriodo pri:•bntorio. 

Para el desahogo ele las pruebas ee catará a lo 

dispuest.o por el <::apit'1:0 V del Titulo Primero del Código que 
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3. lMPUGW\CION. 

Cabe deetacar dentro del presente análieie el aepecto 

impugnativo de laa rceoluciones que se dicten con motivo del 

incidente que ee estudia. 

Anteriormente hemoa mencionado que el procedimiento 

aplicable a nueetro incldc11te ea el previsto por el Código 

Federal do Proc~dimientaa Civiles. 

Merece atención por lo que hace a la impugnación 

sabre las resoluciones que se dicten con motivo de éste 

incidente, en virtud de que a diferencia de las im,identee 

contempla.dos en el código adjetivo, en cate ceso pat'ticular 

procede el i•ecurao de queja aplicable en el Juicio de 

garantiae, toda vez que como mencionamos en el primer apartado 

de éete capitulo, fue adicionada la fracción X del articula 95 

de la [.ey de Amparo en la reforma de 1964, la cual nbot•da eete 

aspecto de la siguiente manera: 

"Art. 95. El rectzrso de queja es 
procedente: ... 

X. Contra las resoluciones que 
pronuncien los Jueces de Distri t<., ::.~n el ca.so 
previsto en la parte finel del artículo 105 de 
este ordenamientoM " 

De lo anterior ee desprende que para combatir las 

t>esoluciones que se di-::ten con motivo d(" éste inQidente 2e debe 

eatar a lo previsto por la fracción que se ha transcrito, es 
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decil;, la Ley de Ampa1•0 aun cuando no previene la austanciación 

de dicho incidente, regula en cambio lo referente a la 

impugnación de las decisiones por las cuales se resuelve~ 

R. RL PRNSAMIKllTO DR AT,FONSO NORIKGA. 

De la mayor lmportaneia al objeto del presente 

estudio reviste el preeentar l«.s tesis que con motivo de la 

ejecución de las aenten~iaa de cJ.mp<'iro ha formulado el insigne 

Doctor Alfonso Noriega Cantú rc~pecto de la pcsibilidad que ae 

contemplara el pago de daños y perjuicios compenaa.to1~io de una 

ejecutoria imposible de cumplir en nuestro juicio de sarantine. 

Las teorías que s igue-n fueron expuestas por el Doctor 

Noriega con anterioridad a ln ~reación legal del incidente que 

se estudia; J.e ahi que oe aprecie tanto el valor de eu 

inveati¡¡ación como los juicios que formuló, los cuales fueron 

reelizndoe a l''>tición del P!·ocu1•ador Genernl de la República. 

En 111 pdmer :e0ria e:q,lica que nnte la eituución 

concreta que ae una.liza, del~0n a.plica.rae para cumplir con el 

articulo 80 de la Ley de i'.mparo loe articuloe gu~ ee ref1eren a 

la ejecución de las eentenciaa (91). 

(91) Alfonso Noriega, :..0.e....5uc~dónenn en el CtUUiillmien.to de 165 
~- Circule de S<'lnt;::, tbt•garita. Héxko, 1980. p 86. 
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E:<plice el tratadista que eeta situación lleva tanto 

e le ejecución forzada de le sentencie como e le eenci6n e las 

responsables prevista por la fracción XVI del articulo 107 de 

la Constitución (92). 

A partir de este punto considera que el juicio de 

amparo ae encuentra en crisis al manifiestar: "es de explorado 

derecho le casi im.rosibillded de realizar le ejecución forzada 

tratándose de obligacic.i11e.s de }Jace1··· (93). Por ende propone que 

sea transformada la obligación de hacer por una de dar, es 

decir: oe admita la transformación de la obligación por la cual 

en luear del cumplimient.o debido a la ejecutoria de amparo, por 

ser éste imposible, dé lugar a la transformación de la relación 

jurídica ( 94) . 

Sugirió pare esto caso que fuera el quejoso quien 

pidiera la indemnización consistente en el paso de daños y 

perjuicios, y que el Juez de Distrito en el caso debia proceder 

a la condonación y liquidación de esos dafios y perjuicios, 

apremiando a las responsables de acuerdo con el articulo 105 de 

la Ley de Amparo ( 95). 

(92) Alfonno Noriega. I.oe Sucedfineos en el 01mpl1m1ento de la9 
Rjecutotjrta de AinPaco. Qb. cil.. p. 86. (93¡ L:l<lm. 

(94 J.tlem, 
(95 Ilililem. p, 54. 
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Para el Duc:tor Norieg.:i esta teoría le confiere al 

:-..i.mpa1•0 una extensión qua no le corresponde y de igual manera 

ocurre lo mismo con los tt• tbunalea federales, ya que se 

otorgaría una competencia y una juriodicción que desbordo. loe 

limites fijadoo en el articulo 103 constitucional (96). 

La importancia de la teE.1ia anterior estriba en que 

parece aer la poalc ión adoptada. erróneamente por el poder 

Legislativo al modificar la lnicihtiva del Ejecutivo de 

diciembre de 1979, ya que cu contenido y alcances fueron 

Pl'eciaados por el Doctor Not'iega antes de la iniciativa en 

comento. 

Pero el estudio del profeeor· Norieaa comprende al 

menos una segunda teoria, que apoyada en lae consideraciones y 

votos de otros grandes juristas qt1e le precedieron como 

Vallarta, Lozano y Vega, procura por la protección del juicio 

de garantiae en cuntl'a.posición con loe intcrcaea de orden civil 

del quejoso. 

En el lo e:<pone que la oblillación que impone el 

articulo 80 d.:- la Ley de Amparo ee una. obligación de hacer, que 

implico. el r-t:etituir laa cosaB Al eatado que auardaban e.nt.:e de 

la. viol:tci0n de garantías. Por ende cuando la auto1·idad 

resprJnE:able ~r.cucntra una imposibilidad fisica para cumr·l ir la 
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sentencia el juicio de ampnl'o carece de obJeto, ya. que al 

desaparecer la materia del proceso constitucional el juicio de 

garantias debe ser concluido (97). 

Por ot1•a parte menciona que de acuerdo a la teoría 

general de las obligaciones, el incumplimiento imputable al 

obligado, en este caso la autoridad responsable, por haber sido 

obligada a reotitulr de acuerdo con la sentencia pt•otectora,. nl 

no cumplir la. ejecutorin de amparo incut>re en una. conducta 

culpo~a, hacténdoBe l'ceponeable de loe dafloe y perjuicios que 

se pudieran ocasionar por ello al quejoso. (98). 

::'.i:igún el tt'atadiata, en eate orden de ideas nace en 

favor del beneficiario de la obligación la acción de 

rceponeabilidad civil, en contra. del obligado que no cumplió 

con el fallo constitucional y agrega, que de éetn acción que ee 

desprende debe conocer el juez ordinario, determinando para el 

caso ei existió incumplimiento imputabk a la aut.aridad 

i•eeponeable, BE!f\alando en eu caso la suma que ce debe recibir 

en pago de daños y pc.:rjuicios a quien ente.ble la Elación, ya gue 

el juez común ~uenta con la potestad pare. hacer efectiva la 

ejecución de ~ete tipo de sentencias (99). 

Ccn.vienc rei~terar que el Doctor Nariega !:O comparte 

la idee. e:-:preaada en la primer tesis qu·.:: eY.pone. Yfl que 1.:--n el 
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jui~ "..o de amparo no se deben dit~imir mas que cuestiones 

constitucionales que tengan que ver con los lineamientoa que 

expresa el articulo 103 constitucional, por lo que para el 

jurista ea inconcuso que los Tribunales de la Federación 

carecen de jul'iadicción para resolver. sobre una reclamación de 

reDponeabilidad civil aun cuando esta obligación cea impueota 

por un articulo de la Ley de Amparo ( 100). 

Finalmente asentamos un juicio formuJ ado al reepecto 

por el Doctor Noriega., que conaiJeramos de importancia para el 

presente estudio: "l::J."'1 Juicio de amparo, po.r ningún motivo 

lógico o Jurldlco, puede crece1• rlc."imesurad:imonte y ac1·ecentar 

sus funcioneo y campo de acción1 so pena de transfo1•ma.1•se y, lo 

que eB inde:..::.;eable, desaparecer de nuestro Oz•denamiento 

Jurídico" ( 101 J. 

(1C0) Alfonso lforicgn. I.o.a ...... Su~oa en el ()•mr¡11m1ent,·r el.o loe 
~:irJ.alL~. Qb. i::it. p. 54. 

( 101) llúdeJD. p. 57. 
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CAPITULO IV 

NUESTRA TESIS ACERCA DEL CUMPLIMIENTO 

SUBST:t'rUTO DE LA SENTENCIA DE AMPARO 

Lo aeentado en loe capí tu loa anteriores airve de 

sustento a la aatructuración de la posici.ón formulada en el 

presente estudio. 

A. INCONSTITUCIONALIDl\D DEL INCIDENTE. 

Para examinar el aspecto de constitucionalidad de la 

institución legal que se estudia, debemos tener en cuenta como 

pt"esupuesto que el juicio de ampat•o es el medio juridico 

instituido de manera histórica por nueetro sistema normativo, 

por medio del cual Ge pl.'otcgen lo::; derechoo públicoo subjeLlvos 

en contra de los a.buoos de poder por parto de lo.e o.ut.orida<leB 

responeablee. Estos derechos .;-.l lgu1;1.l que el amparo oc 

encuentran protegidos por nuestra Constitución. Respecto nl 

juicio d.e -:impat'o ] 1. Norma Fun iamentR 1 indica cual es eu 

cont.eni<lo, alcance y exte:nsil,n úO el ;:,,rtículo 103. 

Por otra parte, el articulo 107 conatitucional norma 

los principios a que debe sujetarse el juicio de amparo y la 



Ley de la Uateria establece el contenido de las sentencias y 

las reslae sobre la ejecución de las mlsmae. Esta normatividad 

no puede ser rebasada por otra ley que no sea la Constitución; 

asi que si bien el cumplimiento substituto, en principio, no 

está prohibido por la Ley Fundamental, podemos decir en cambio, 

·1ue c011traviene lo dispuesto por sun preceptos, isegún se 

."nalizará posteriormente, ya que en ol juicio de amparo, de 

icuerdo al articulo 103 conatitucional,la materia de 

·oantrovereia ae encuentra constituida por loe actos de 

autoridad ~ue violen en perjuicio de loe gobernados las 

garantiaa individuales. 

Al rcepecto, Alfonso Noriega moncionn que el ámbito 

material del juicio de amparo ae encuentra limitado por el 

articulo 103 constitucional, en consecuencia el juicio se 

restrinse a resolver sobre violación de saranttn .. individuales 

o la invasión da soberanias; por ende, al Juicio de garantias 

:e aaiste un cal'áctel' politice que lo distingue de los demá1S 

~-..1icioe, por lo que loa a.auntoe que tensan por objeto el 

•nterés privado deben regirse por la3 normas relativao al 

'erecho común ( 102). 

En este orden de ideas manifestrunoa nuestro acuerdo 

:.~n ias tesis que sostienen qua no es posible dirimir en el 

'm:oaro cuestionas relativas a la responsabilidad civil de las 

•1..'0oridades responsables. ya que la contienda de éste tipo de 

(102) Alfonso Noriega. !accione• de Amparo. Qb. cit. pp. 50 y 52. 
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accionas no corresponden a nuestro juicio constitucional de 

garantías individuales. 

Por otra pa:i:ta, debemos considerar que el caso que 

nos ocupa no ea el de la resolución que ae dé en el juicio de 

garantías, eino que el problema que pretende distinguir el 

presente eatudio i-adica en que el cumplimiento a la sentencia 

sea substituido, tl'ansfoi-mado en un cumplimiento "jui-idico". 

Al respecto, vele la pene advertir que loe Tt•ibunalee 

de la Federación reeuelven de manera efectiva aobre la materia 

de contl'OVBl'sia establecida por el articulo 103· constitucional; 

pero al existir en ciertos caeoe dificultad para el 

cumplimiento de las ejecutorlaa, la Ley de Ampa~c ha pretendido 

resolver de forma jurídica el cumplimiento debido, a travéa de 

la tranaformación de la obligación Juridica, aea ¡,.:a·que no 

exista 1114toria para la ejecución o par impooibilidad fieica de 

las autoridedee para OU!llplir con el fallo protector. 

Nueetre opinión al respecto ee en el sentido de que 

se respete dentro de loa limites constitucionales del Juicio de 

ampal'o la ejecución de sentencie.e: y 8plicar lee eencionea 

relatlvee a cumplll' con loe imperativos del fallo 

constitucional que para el juicio de sarentine impone ~l 

articulo 60 de la Ley de Amparo, utilizando peri ello lo 

diapueeto par1 la ejec:u1...:·Lon de sf'ntenclas que dlaponen loa 

artículos 105 ¡¡ 111 de la propia Ley. 
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Pc.!'a ar lrmaciór. anterior debe 

c-:insid1.:rúl'se 1 ... e la ejecución de la sentencia en un juicio es 

la consecut-nc~a lógica y juridica del incumplimiento al fallo. 

Rn el juicio de amparo implica que la autoridad responsable 

cumpla, si ea necesario de manera forzada, en loa términos del 

articulo 80 de la Ley de Amparo, restituyendo al quejoso en el 

goce de la garantía constitucional violada, ya que al regirse 

nuestro Juicio de garantías por los lineamientos de los 

articulas 103 y 107 de la Constitución no es posible que opere 

la transformación Juridica de la P.jecutoria que ordena el 

cumplimiento a una sentencia de carácter poli tico, menos aún 

debe admitirse la substitución en el cumplimiento al fallo de 

garantías, porque ello implica la burla a la sentencia de la 

autoridad j•..iriadiccional federal y consecuentemente del orden 

Juridico constitucional. 

Por otra parte, al tratar sobre la aupremacia de 

nuestra Carta Máxime. estudiamos como el orden Jurídico de un 

sistema normativo no puede contravenir con loa preceptos 

contenidos en la Norma Suprema. En el caeo que noa ocupa, 

consideramos '<ue la inserción del último párrafo del articu.lo 

105 de la Ley de Amparo p1'etende superar lo diepueeto por la 

Constitución al permitir que la garantia individual •ue ae haya 

oalvaguardada prJl' una ejecutoria de amparo sea desobedecida; ya 

•ue ee perO'.: :-e que, mediante el pago de dafloe y perjuicios ee 

tenga por -:-umplida una sentencia que exije de la autoridad 

infr&ctora ~: acatamiento debido a la sentencia de amparo. 
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En este urden de ideas, el incidente que se analiza 

se considera inconstitucional, toda vez. que el pretender que 

pueda ser subat.ituible una sentencia de amparo, implica ignorar 

el fallo que protege al quejoso la garantia individual que le 

otorga la Constitución. Al respecto Alfonso Noriesa aseveró que 

ello aería inadmisible, aunque lo consignara un articulo de la 

Ley de Amparo (103), en virtud de que lo resuelto de acuerdo 

con los artículos 103 y 107 const.i tucionalcs no puede eer 

susceptible de substitución, ya que la materia en los juicios 

de amparo son la violación a las garo.ntias individuales; y el 

efecto lo constituye el fallo que dicta la protección de los 

derechoe públicos aubjetivoe. En tal virtud afirmamos que el 

cumplimiento substit.uto de la sentencia contemplado en la Ley 

de Amparo es inconstitucional, ya que loe articules primarios 

que lo risen no contemplan componendas o aucedáneoa en el 

cumplimiento de los juicios de garantiae. 

Consecuentemente para hacer desaparecer de nuestro 

aiatema juridico la norma que lo enfrenta, en el caeo del 

incidente que ee analiza, consideramos como única solución la 

derogación del párrafo que le contiene; ya que al aer una norma 

que aparenta la facultad de un privilegio (el solicitar por la 

via incidental dai\os y perjuicios en el juicio de S"r"ntiae), 

no causa agravio aparente al quejoso y, por tanto, irónicamente 

no es impugnable eete articulo inconstitucion~l por m<:dio del 

Juicio de amparo. 

(103) Alfonso Noriega Cantú. ImLSucedá.n~l C\1mphruiento de lo"' 
Rjecntorias de Amp.arn. Qb. tlt. p. 54. 
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Una consideración final que estin1amos de importancia, 

consiste en señalar que cuando una sentencia encuentre 

condiciones fiaicas para materializarse debe ejecutarse en sus 

términos, o ejecutarse hasta donde eea materialmente posible, 

toda vez que ei no hay materia para la ejecución, de acuerdo al 

articulo 113 de la Ley de Amparo el juicio debe conclu.\rse. 

Coneiderrunos al respecto que los creadoreo de la 

institución que ae estudia olvidaror. el pt•ecepto que de hecho 

fue origen de la miama; tambiP.n, que ai no fue asi., las razones 

que motivaron la reforma por la cual se creó, tuvieron matices 

de orden poli.tico, ante la impotencia de nuestros jueces 

federales de no poder ejecutar en algunos casos las sentencias 

que dictan, lo cual dio como consecuencia la fórmula poco sana 

del cumplimiento substituto de la sentencia de amparo, que 

según lo expuesto, no es sino la antiteeie del juicio 

constitucional mexicano, por medio del cual se permite que un 

acto contrario a la Constitución sea convalidado a través de un 

pago compensatorio. 

B. KJllCUCION Dll SllNTKNCIAS. 

Ahora bien, el presente trabajo debe atender no sólo 

e::. cumplimiento subatituto de la aentencia de amparo, eino que 

al eno::-ontraree en el capitulo relativo a la ejecución de las 

sentencias es menester dirimir ac~rca de eu cumplimiento, ya 

103 



que de la resolución que se dé al cumplimiento de las 

sentencias de amparo dependerá el valor, ei lo tiene 1 de la 

presente investigación al tratar lo relativo al incidente que 

se estudia. 

Ya mencionamos en los capitulas anteriores la manera 

en que de acuerdo con la Ley de Amparo deben cumplirse las 

sentencias dictadas en los juicios de garantias. Antes de 

contemplarse el cumplimiento substituto, podia decirse que el 

procedimiento establecido era estricto o riguroso. porque la 

Ley elevaba a la majestad de que deben investirse las 

ejecutorias dictadas en los juicios de garantías. 

En tal vlrtud explicamos anteriormente que la 

aparición del incidente que se analiza tiene su origen en la 

práctica judk••l por la cual los Tribunales de la Federación 

no pueden hacer cumplir en algunos caeos con las ej ecutoriaa 

dictadas en loe juicios de amparo. Es precisamente en la 

práctica donde radica el problema que pretendió resolver la 

iniciativa del Poder Ejecutivo, en la cual debe avocarse el 

esfuerzo del presente análisis. 

Ya se mencionó que fue en la exposición de motivoe de 

1979, donde ee expuso la razón que originó la contemplación del 

incidente eubstituto de la sentencia de amparo, que fue el 

hecho de ciue un elevado número de juicios de garantía.a no 

podían archivarse porque sus ejecutorias no lograban hacerse 
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ctunplir, p.:>r ello se buscó que mediante ésta f61·mula 

alternativa loe juicios pudieran concluirse. 

Cel estudio de campo realizado pudo obtenerse que las 

ejecutorias de amparo encuentran problemas en su ejecución al 

viciarse por la distracción que implica el procedimiento 

relativo a la sanción contemplada en el segundo párrafo del 

articulo 105, ya que en la práctica loa juzgados de Distrito, a 

expensas de dicho incidente sancionatorio, no siguen el 

procedimiento relativo a la ejecución previsto por el articulo 

111 de la Le;• de Amparo, ya que sólo requieren infinitamente a 

las responeables el cumplimiento, ain aplicar el procedimiento 

coactivo que contempla desde las órdenes para que se cumpla la 

ejecutoria, hasta la ejecución a cargo de la autoridad 

jurisdiccional en términos del último precepto invocado. 

Por lo anterior, consideramos que loa problemas 

prácticos q-..;,e plantea en esos términos la ejecución de las 

sentencias no justificD. en medida alguna la contemplación de un 

incidente por el que pueda substituirse la sentencia de amparo 

que conder.a a la autoridad responsable al respeto y en su caso, 

a la reeti.o:·.i~ión de la sara.ntia -:onetitucionúl vic,¡ada. Po!' lo 

que el ::-.: :.jer:te en ct:.estión no debe opora.r en nuestz·o juh:io 

de garen~:.s.=. 

:¡ue a r.uestro particular punto de vi~ts. debe 

anali:a!·.::--:-. -:a~ •Jna re~structuración de los preceptos re:..ativoe 
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a la eJecución de las sentencias de amparo, que permita en la 

práctica jurídica la obtención formal y material de las 

sentencias en los términos que precisa el articulo 50 J1:1 l.:i. 

propia Ley de Amparo. 

En efecto, para ello ae sugiere aepara1• lo relativo a 

la sanción que contempla el segundo párrafo del articulo 1~5 y 

articular el propio en lo que se refiere a la eJecución de las 

sentencias del articulo 111 en términos imperativos para el 

tribunal de amparo, para hacer mas celosa y rigurosa la 

aplicación de loa preceptos relativos a la ejecución de las 

sentencias y por este medio lograr hacerlas efectivas. Esta 

medida puede lograrse dejando para otro momento la sanción 

correspondiente a la responsable que no cumpla, por ser 

ineficaz en la práctica Jurídica, lo que entrafta a su vez hacer 

mas llano y cone;ruente el procedimiento encauzado al 

cumplimiento que comprende en au fase final la eJecución 

forzada de la eJecutorio. del juicio de sarantiaa, al cual nea 

referimos en el segundo capitulo del presente estudio. 

La propuesta que ae formula ea t"especto al capitulo 

XII de la Ley de Amparo, relativo a la ejecución de las 

sentencias de loe juicios de garanti&e; tomó.ndo en cuenta lo 

dispu~.'?t.0 por el articulo 104 en el cual se pr·"°vien~ a la.E"· 

aut':tr;..dttd!:s :r-esponaables el i:-umr.ilimii::nt.c1 rJe ~fü. "-2-:-<':·ut.oriaa; 

para elle E-f:'timaniOS que el artículo 11.35 de la r-=-ferida Ley. 

debe eetablecerae en los siguientes términos: 
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"Az·t. 105. Si dentro de las 
vei12ticuatro ho1•as siguientes s la notificación B 
las autoridades responsables la ejecutoria no 
quedare ct1mplida., cuando la naturale=a de?l acto 
lo permita o no se encontrase cJn vías de 
ejecución en la hipótesis contraria. el juez de 
Dist1•i to, la autoridad que haya conocido del 
juicio o el Tribunal Colegiado de Circuito, si se 
trata de revisión contra resolución pronwiciada 
en ms. teria de amparo directo requerirán de oficio 
o a instancia de cwtlquiers. de las psrtes, 
dfrectlllllente a la autoridad responsable el ésta 
no tiene superior jer.1rquico, s1 lo tuviere, el 
requerimiento se hará al superior inmediato de la 
autoridad respansable para que obligue a ósta a 
cumplir sin demora ls. sentencia. Cuando el 
superior iJJmediato de la autoridad responsable no 
atendiere el requerimiento, y tuviere, a su vez, 
superior Jerárqulco, ssrB requerido éste último .. 

Los requerimientos a que t.dude el 
P~~rrafo dntez·ior serán realizados una sola vez a 
la autoridad qua se trate y, si realize.doe no 
fuesen atendidos y la ejecutoria no quedare 
cumplida, el juez dü Dlstrito, la autoi•idad que 
hd.VB conocido del juicio o el Tribunal Colegiado 
de Circuí to. en su caso, harán cumplir la 
e;ecutoria de QUt." :.>e ti-ata, dictru1d .... 1 las órdenes 
necesarias; si éstas no fueren obedecidas .• 
comisionará. al seci-eJtario o actuario de Bt1 

dependencia para que dá cwnplimiento " la propia 
eJecutoria, cuando ls. ne.tu1•aleza del acto lo 
permita, y, en su caso, el mismo Juez de Distrito 
o el mogi,.trado desism1do por el Tribunal 
Colegiado dt> Cil•cuito, se constituirán en el 
lub·ar en que deba dtfrsele cumplimiento paz·a 
ejecutaz•la por si mismo. Para los ex-ecto.s de esta 
di:3poBic1c.5n, el Juez de Ditttr.i to o el magistrado 
de Circuito respectivo podrán salir del lusar de 
.:rn resldenL .. iB sin recaba1• auto1•i:=aclón de la 
Sup1•erna Corte, bastando que le dé aviso de BU 
salida. y objeto de ella., a.si como de su regreso. 
Si después de agotarse todos estos medios no oe 
obtuviere el cu.mplimie11to de ls sentencia, el 
juez de Distrito, la autoridad que haya conocido 
del juicio de amparo o el Tribunal Colegiado de 
Circuito solicitarán, por los conductos legales, 
-:>1 .. 1ux.ilici de 1~9 fut:tr::a ptlbllca pc1ra hacer 
cu.r;iplir la e .... -:=-ct1toria. ·· 

Ccnsideramos -;·.ie la medida pro¡. uesta tendría el 

efe.: to en la práctica ~~ ·..irídica de no distraer los juicioa, ya 
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que ee reducit·ian los requerimient::>s a que alude el articulo 

105, obteniendo nuestr·o juicio constitucional otra dimensión, 

porque al requerir por no más de doa veces en loa términos 

propuestoe operaria la siguiente fase de ejecución, consistente 

en la orden que oe dé para que se cumpla la sentencia en 

términos del actual articulo 111 de la Ley de Amparo, y 

consecuentemente para el caso de ameritarse se agote el 

procedimiento coactivo, lo que entrafia la ejecución de la 

oentencia por la autoridad jurisdiccional cuando la naturaleza 

del acto lo permita, tal como reza el último precepto aludido 

hasta ahora tan poco aplicado por nuestros tribunal.es 

federales. 

C. RL JUICIO DE RESPONSABILIDAD CIVIL. 

Anteriormente se han expuesto loe razonamientos por 

loe cuales ee considera que el incidente de cumplimiento 

substituto de la sentencia de am¡;aro no debe operar en nuestro 

sistema de control constitucional de garantias individuales. 

Sin embargo, cuando las autoridadea reeponsables 

ejecutan u omiten actos que contravienen a la Constitución, 

incurren en responsabilidad, 1& -:·ual puede ser de naturaleza 

administrativa, penal e inclusive ci'lil, de &cuerdo a le. Ley de 

Amparo vigente. 
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En términos de le. Ley de le. Materia, el presupuesto 

para la aplicación de le.e sanciones a que nos refel'imoe 

consiste en g,ue se dicte una sentencia estimativa de amparo que 

proteja al quejoso la garantía individual violada por el acto 

de autoridad. 

Las responeabilidadee administrativas y de orden 

penal operan luego que ee determine que la autoridad 

responeable en el juicio de garantías incumple con la sentencia 

dictada en el juicio. Pare ello la Ley de Amparo previene los 

casos y señala la.a condiciones por las cuales ee sanciona 

adminietrativa o penalmente a aquellas autoridades que no 

cumplen con loe fallos dictados en loe juicioa de aIDpara. 

La t•azón de éstas sane iones estriba en la calidad de 

orden públ tco de que están investidas las ejecutorias que se 

dictan en loe juicios de garantiae. Por ello la Constitución y 

la Ley de Amparo contemplan sanciones a lae úUtorida<lee que no 

las cumplen, ya que al eer ordenamientos en los cualea ao 

mantiene el respeto al orden jurid1co nacional es c;¡ue no se 

permite que puedan ser burladas por las autoridadee obligadas 

en acatar el fallo constitucional, por lo que au l'egulación en 

la Ley de Amparo se justifica plenamente. 

Mas f'Or le que respecta a loe derécho~ de orden civil 

de los quejoaoe, la doctrina ea unánime en el sentido de que no 

;.·..:.eden operar en nuest.r.:i juicio de sarantias indi•1idualee, como 
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ea expuso previamente, en el capitulo se'gundo del presente 

trabajo. 

Consideramos pese a que no puede operar en el juicio 

de amparo la. acción p1~evista actualmente por el último párrafo 

del articulo 105 de la Ley de la Materia, es sencato el 

plantear la acción de responsabilidad civil en contra de las 

autoridades responsables, luego que ee resuelve en el juicio de 

garantías que el acto violatot·io cattsó un agravio al quejoso. 

Al respecto estimamos que la acción de responsabilidad civil 

debe quedar expedita para todo~. los casco en que se conceda el 

amparo al quejoso, porque la sentencia sirve al interés del 

agraviado para demostrar por la vía ordinaria la culpa del acto 

ilegal de la autoridad responsable. 

Por ende, estimamos que la acción civil que ee 

desprende del juicio de ge.rantiae no debe tramitarse en el 

amparo, sino que la conetancia acerca de la culpa de la 

autoridad responsable expresada en la sentencia de amparo ha de 

eervir para que el quejoso del juicio de garantias entable la 

acción ordinaria correapondiente; y no como reeuelve en la 

actualidad la Ley de Amparo, dioponiendo que se tramite por la 

via incidental un cumplimiento que permite el paso 

compensatorio, a elección del quejoso, en lugar de la 

procuración del cumplimiento e la 5entenci& de ~mparo. Lo cual 

e11traí\a dejar ~n manca del quejoso e:l medio de control de la 

Norma Suprema. 
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Por au pat'te, Alfonso Noriega propuso que la acción 

civil que ae desprende se tramitase ante el juez del orden 

comün (104). Para nosotros la acción debe ser tramitada en un 

juicio sumario ante la miema autoridad jurisdiccional que 

conoció del juicio de amparo, resolviendo la acción de 

reeponeabilidad civil con las constancias del juicio de amparo 

que ee estimen neceaarins. Al t'eapecto ·pueden aplico.rae loa 

preceptos según loa cuales se resuelve el actual incidente de 

dañas y perjuicios aubst!tuto de la sentencia de runparo, pero 

con le condición que tal aplicación :oe dé fuera del juicio de 

garantías; toda vez que en la actual legislación procesal no 

exiete actualmente la vía aumaria ( 105). 

Lo anterio~ se afirma en virtud de que los tribunales 

da la Federación son competentes para decidir aobre le.s 

controvereiae de orden civil en que la Federación aea parte, de 

acuerdo a la fracción III del articulo 104 de la Constitución. 

Por ello se propone que sea la autol'idad que conoció 

del juicio de amparo ante quien ee tramite en forma sumaria 

esta acción de reeponeabilidad civil, ya que la inmediatez del 

ju~gador con les partes en uno y otro juicio facilitaría el que 

la resolución dicta.da fucs~ mB-s expedíte.. 
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Para el efecto, seria provechoso que la Ley de Amparo 

instruyera el ejercipio da la acción de reeponeabilidad civil 

que ae sugiere, estableciendo un articulo que disponga lo 

siguiente: 

"Si concedido el amparo el quejoso 
advierte que el acto de autoridad sancionado 
inconstitucional le ha causado daños y perjuicios 
podrá reclamarlos en la vía sumaria, la cual se 
tramitará con las ct,11scancias que se estimen 
11ecesarlas, ante la autoridad Jurisdiccional que 
haya conocido del juicio de garantís.a, aplicando 
sl efecto lo dispudsto po!'B los incidentes por el 
Código Federal de Procedimientos Civiles." 

Consideramos que el éxito de la medida anteriormente 

propuesta debe tomarBe en cuenta con la modificación que ee 

propone en el apartado e.nteriot', relativo a la ejecución de las 

sentencias de amparo, en virt1ld de que el rigor de éstoa 

preceptos tendrian el efecto de lograr, por una parte, que la 

ejecución de lae sentencias de amparo fuera mae pronta y 

eficaz, y por otra, el or·illar a laa autoridadea a realizar 

sólo actos conformes a la Constitución, ya que la violación de 

la Norma Fundamental en un sólo acto lea pondria en la 

posibilidad de recibir sanciones de naturaleza diversa, las 

cuales no se aplican en la actualidad por los motivos aeftalados 

en el contenido del preeente trabajo. 
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CONSIDERACIONES FINALES 

PRIMERA.- El juicio de amparo ea un proceso 

jurisdiccional adjetivo de los articulos 103 y 107 

constitucionales, que tiene por objeto la defensa de laa 

sarantias individuales en faVOL' del gobernado. 

SEGUNDA.- En la historia universal hM e"iatido 

instituciones para combatir los a.busos de las autoridades en 

beneficio de los aúbdi toa. Lo propio ha ocurrido en nuestro 

pa1e, en donde ee han puesto en práctica divereos siatemas de 

control constitucional de las leyea y actea de autoridad hasta 

llegar a lu creación del último sistema de control 

constitucional, representado por el juicio de sarantiae. 

TERCERA. - El juicio de amparo ae actualiza como 

sistema de control constitucional de leyes o actea de autoridad 

en virtud de la violación de laa garantías individuales, aunque 

también ealveguarda el contenido de la parte or~6.nica de le. 

Constitt1ción y la legalidad del sistema jt1ridico mexicano, si 

con motivo de la violación de garanties a los artículos 14 y 16 



constitucionales ee vulneran loa preceptos consigna.dos en la 

parte orgánica de la Carta Magna. 

CUARTA.- La sentencia que ampara expresa la 

culminación del pi~oceeo constitucional, en ella se constituyen 

loe términos en que la e.utoridad responsable debe obrar a fin 

de preservar la garantía protegida en el juicio. 

QUINTA.- Cuando la sentencia de amparo adquiere 

fuerza de cosa. juzgada debe cumplirse en sus términos. El 

cumplimiento de las ejecutorias puede ser voluntario o forzoso. 

Es voluntario si la autoridad responsable, una ve;: notificada, 

cumple en el término de veinticuatro horas la ejecutoria de 

amparo. Es forzoso si la autoridad responsable no cumple 

voluntariamente el fallo y, consecuentemente deben operar lae 

disposiciones a que aluden loe articuloe 105 y 111 de la Ley de 

Amparo, tendientes a hacer cumplir lae ejecutoria.e, mediante un 

procedimiento coactivo, haciendo uao inclusive de la fuerza 

pública. 

SEXTA. - El cumplimiento de las ejecutorias entraña 

una cuestión de orden público, al ser el medio en que se 

protege el sist~ma jurídic·.1 nacional. En eza. •1irtud .;oxist1?n 

sanciones derivadas del incumplimiento a las ejecutorias de 
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amparo, tanto para las autoridades responsables obligadas por 

lae ejecutorias, como para lae autoridades jurisdiccionales que 

conocieron del juicio de garantiaa, obligadas del cumplimiento 

de las sentencias que dicten en amparo. Las eancionea si eon de 

tipo administrativo podrán consistir en la separación del 

cargo, la suspensión o el desafuero, según el caso; aei como de 

aD!eritarae puede ocurrir que se apliquen sanciones de tipo 

penal, 

multa, 

para lo cual 

destitución 

público a. 

las penas podrán consistir en prisión, 

e inhabilitación para ocupar cargos 

SEPTIMA.- El cumplimiento de las ejecutorias da 

amparo brinda seguridad juridica al quejoso protegido en virtud 

de la ejecutoria, ya que loa efectos juridicoa de la sentencia 

que runpara son constitutivos de derechos al quejoso y de 

obligaciones a las autoridades reapansablee, los cuales no 

pueden ser superados por derechos de 4=.erceros en virtud de 

ordenamientos en contra de la ejecución y efectos de la 

sentencia de amparo; por lo que la sentencia que ampara debe 

ejecutarse aun en contra de eeoa derechos de terceros. 

OCTAVA.- El incidente de cumplimiento substituto 

adicionado al articulo 105 de la Ley de Amparo, permite que la 

obligación de las autoridades responsables consistente en el 

cumplimiento ordenado por la ejecutoria de sarantias, sea 
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transformado jurídicamente, mediante el pago compensatorio que 

hagan las autoridades de los daños y perjuicios causados al 

agraviado. En tal virtud, el incidente que motiva el presente 

estudio deja sin efecto las consideraciones anteriores, toda 

vez que ninguna utilidad tiene que en una sentencia de amparo 

se juzgue la inconstitucionalidad de un acto de autoridad, si 

loa efectos del fallo protector no son cumplidos, porque se 

transforme el cumplimiento a la ejecutoria por un pago 

compensatorio; el cual aunque beneficie en lo patrimonial al 

quejoso, desvirtúa la teleologia de velar sólo por el 

restablecimiento de la sarantia individual violada, de nuestro 

juicio constitucional. Este aspecto no fue analizado por el 

Poder Legislativo al aprobar la propuesta del Ejecutivo, en 

mérito a la adición del articulo 106, sugerida en la iniciativa 

de reformas a la Ley de Amparo, de diciembre de 1979. 

NOVENA.- El espiritu reformador del incidente que 

actualmente se encuentra en el articulo 105 de la Ley de 

Amparo, tuvo por objeto abatir el rezago en los juicios que 

presentan problemas en ejecución de sentencia. En efecto, el 

estudio de campo realizado en los Juzgados de Distrito en el 

Distrito Federal, revela q\\e le mayoria de los asuntos en que 

la práctica juridica encuentra problemas para continuar con el 

procedimiento coactivo ee da en virtud e. que la actual 

regulación en que se apoya interrumpe el procedimiento 

ejecutivo de las sentencias, ya que en lugar de continuarse, se 
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sigue el incidente de incumplimient.o que se tramita ante la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, para sancionar a las 

autoridades por eu responsabilidad al incumplir : .::.:: 

ejecutorias; y no se cumple por parte de loa Juzgados de 

Distrito con lo preceptuado por el articulo 111 de la Ley de 

. .. ~aro que ordena la ejecución forzada de la sentencia. Por lo 

que podemos aÍirmar que el problema que pretendió resolver la 

reforma, par.:i loa casos en que pudiese o no ejecutarse la 

sentencia, ya se encontraba previsto anteriormente en los 

articuloe 111 y 113 de la Ley de Amparo, respectivamente. 

DECIHA.- A fin de resolver loe problemas que al 

respecto ee presentan en la práctica juridica, es necesario 

reestructurar el cumplimiento de laa aentenciae en la Ley de 

Amparo, en los términos eugeridoe en el capitulo IV de la 

presente investigación, a fin de que no se distraiga el 

procedimiento de ejecución, prescribiendo la aplicación ágil y 

rigurosa del procedimiento coactivo para ejecutar lae 

sentencias; y, hecho que sea, los amparos concedidos tendrán la 

posibilid?.d de ser cumplidos, incluso de manera coactiva, como 

pretende la Le,- de Amparo vigente. Para e !lo, debe aepi.1·arse e 1 

incidente de incumplimiento que trata el articulo 105, asi como 

·'· l que permite que el cumplimiento a la ejecutoria p·Jeda 

a.ubeti t.u::-ae por el pago en dinero; y por citra f.21.?.'te, ea 

no:::·cee!lric =-.rticular una rigurosa prosecución de lee. Ú::.t!ee qui:i 

integra':"l :a ejecución efectiva de las aentenciaa de amraro. 
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PRIMERA.- La inconatitucionalidad del 

incidente de cumplimiento substituto es inconcusa, toda vez que 

al ¡:ermi~irse la tra'1,,formación de la obligación de cumplir con 

una ejecutoria de amparo, en contradicción de lo prece!JtUado 

por los a:·t i...:-ulos 103 y 107 constitucionales, aparta la 

ejecución de sentencias de la materia contenida en loe 

artículos constitucionfil~s 1·ectol'es del juicio de garantías, 

po!" ende, c:;;-.traviene el contenido de la Constitución Política; 

ya que e.'J.:1 cuando el propósito del precepto pretenda dar 

solución a un problema de hecho existente, ello no debe 

importar r.i justificar el ataque directo a los preceptos 

constitucionales de supremacia de que están investidas las 

garantías :ndividualea, salvaguardada:;i por las ejecutcrias de 

amparo. 

DECIMO SEGUNDA.- Debe derogarse el incidente de 

cumplimiento substituto de la. sentencia, adicionado al articulo 

105 de la Ley de Amparo, todo. vez que todo precepto legal no 

puede a¡:-artarse ni estar en oposición con la Constitución; en 

mérito a que al ser una norma facultativa que favorece el 

interés del quejoso, juridicamente no puede ser anulable mas 

que por :,bra del legislador. 

:?.~1:10 TERCEP.A.- En caso de que no exista m,_eria 

para la ':?'~·ee:ución, el juicio de amparo debe termina.rae, y 
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archivarse de acuerdo con el artículo 113 de la Ley de Amparo, 

bastando para ello que el juez de Distrito declare la 

imposibilidad de que una ejecutoria pueda ser cumplida, para 

que el juicio ae tenga por concluido y pueda aer archivado; ein 

perjuicio de que queden a salvo las acciones para sancionar 

administrativa, penal o civilmente a le.e autoridades imputables 

del incumplimiento a la ejecutoria de amparo. 

DECIMO CUARTA.- La acción de reeponoabilidad civil en 

contra de las autoridades contra las que se concedió la 

protección de la Justicia Federal, puede desprenderse de la 

propia Ley de Amparo, luego que se determine que el acto 

imputable a la autoridad responsable es ilegal. Mas eata acción 

no puede operar en el juicio de garantine como lo contempla 

actualmente la Ley de la Materia, por aer una ac~t6n propia del 

derecho privado; sino que debe tramitarse en la. via sumaria, 

aplicando al efecto el procedimiento dispuesto para loe 

incidentes por el Código Federal de Procedimientos Civiles, sin 

que por ello esta acción adquiera la suerte de considerarse un 

proceso accesorio del juicio de amparo. Para tal efecto debe 

darse competencia al órgano ante quien se tramitó el juicio de 

gar:intías, toda vez que al hacerla, la inmediatez del juzgador 

.:cr. las partea tendrá como conaecuencia la celeridad de la 

a~c:ón de reeponsabilidRd civil, de conformidad con la reforma 

pr~puesta en el último apartado de 1 capitulo IV de la presente 

ir.vestisac ión. 
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